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Informe de la Corte Penal Internacional 
 

  Nota del Secretario General (A/61/217) 
 

 Sr. Magungo (Sudáfrica) (habla en inglés): 
Tengo el honor de intervenir en nombre de los Estados 
africanos que son partes en el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional. Deseamos manifestar nuestro 
agradecimiento al Presidente de la Corte Penal 
Internacional, Magistrado Kirsch, por su declaración 
ante la Asamblea General (véase A/61/PV.26). 
Acogemos con beneplácito la nota del Secretario 
General por la que transmite el informe de la Corte 
Penal Internacional (A/61/217), en el cual se exponen 
en detalle los avances producidos en la Corte desde la 
última vez que la Asamblea examinó ese tema. 
Aprovechamos esta oportunidad para felicitar a Saint 
Kitts y Nevis y a la Comoras por haber ratificado el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional, y alentamos a 
otros Estados a que adopten una posición en contra de 
la impunidad ratificando el Estatuto de la Corte. 

 Los 28 Estados africanos que han ratificado el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional siguen 
brindando pleno apoyo a la labor de la Corte. Nosotros, 
como países en desarrollo, somos sumamente 
conscientes de la importancia que reviste el 
fortalecimiento del multilateralismo y, por extensión, 
de las instituciones multilaterales tales como la Corte 

Penal Internacional, puesto que ese es un medio de 
potenciar nuestros objetivos comunes. La Corte, en su 
breve existencia, ya ha demostrado que su papel es 
indispensable en el ámbito multilateral en lo que 
respecta a la garantía del respeto del imperio de la ley 
y a su contribución para terminar con la impunidad por 
los delitos internacionales más graves, como el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra. Celebramos la cooperación que ha 
prestado la Corte al Tribunal Especial para Sierra 
Leona con respecto al juicio que se le sigue al Sr. 
Charles Taylor. Nos comprometemos a seguir 
garantizando que la Corte disponga de los recursos 
necesarios para ejercer su responsabilidad y para ello 
haremos todo lo posible por pagar nuestras cuotas 
prorrateadas a tiempo y en su integridad y 
cooperaremos en general con la Corte. 

 Los horrores de los crímenes de lesa humanidad 
cometidos en la ex Yugoslavia y en Sierra Leona, así 
como el genocidio que se cometió en Rwanda, ponen de 
manifiesto el lamentable hecho de que a veces los 
sistemas judiciales nacionales sencillamente no bastan 
para disuadir o enjuiciar a quienes cometen delitos de 
tal gravedad para la comunidad internacional. Por 
consiguiente, es preciso que la comunidad internacional 
refuerce esos sistemas nacionales de justicia cuando no 
puedan o no deseen actuar. 

 Por consiguiente, se establecieron tribunales 
especiales para que se ocuparan de hacer justicia a raíz 
de los crímenes internacionales cometidos en la 
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ex Yugoslavia, en Rwanda y en Sierra Leona, 
respectivamente. El establecimiento de los tribunales 
especiales nos ha enseñado sin embargo que su 
utilización se limita a impartir justicia retributiva y que 
han sido de poca utilidad para disuadir de la comisión de 
crímenes. 

 Sobre la base de esas experiencias se estableció la 
Corte Penal Internacional que tendría una función 
disuasoria y sería un medio también de poner coto a la 
impunidad. Aprovechamos esta ocasión para alentar 
nuevamente a la Corte a que elabore los planes 
necesarios para celebrar audiencias en las zonas en 
donde se cometieron los crímenes, pues eso aumentaría 
el efecto disuasorio de las cortes y así sería evidente 
que se está haciendo justicia. 

 Encomiamos a las Naciones Unidas, y en 
particular al Secretario General, por el apoyo que 
brindaron al establecimiento de la Corte Penal 
Internacional. Dicho apoyo ha sido congruente con el 
mandato de la Carta de la Organización de “crear 
condiciones en las cuales puedan mantenerse la justicia 
y el respeto de las obligaciones emanadas de los 
tratados y de otras fuentes de derecho internacional”. 
La Corte sigue necesitando el apoyo de las Naciones 
Unidas. Concretamente, la oficina de enlace de la Corte 
que se está creando en Nueva York sigue necesitando el 
apoyo de las Naciones Unidas. A ese respecto, 
solicitamos a las Naciones Unidas que ayuden a la 
oficina de enlace que se está tratando de establecer en 
Nueva York en la Sede de las Naciones Unidas. 

 Nos referimos ahora al difícil debate sobre el papel 
que desempeña la Corte en los procesos de paz. Para 
comprender el papel de la Corte, tenemos que analizar el 
Estatuto por el cual se estableció. Al crear la Corte Penal 
Internacional los Estados optaron deliberadamente por 
hacer que la Corte fuese complementaria a los sistemas 
nacionales de justicia y no concurrente con ellos, como 
fue el caso de los tribunales especiales. Además, los 
Estados decidieron que no otorgarían a la Corte las 
atribuciones para ejecutar sus decisiones sino que ésta 
tendría que depender de los Estados para imponer 
cualquier forma de detención y encarcelamiento. El 
resultado de esa estructura ha sido que la Corte sea un 
órgano judicial efectivo, pero que desde el punto de vista 
operativo dependa en gran medida de la cooperación que 
reciba de los Estados. Por lo tanto, la Corte y los 
Estados, a través de una relación complementaria, 
constituyen el sistema internacional de justicia que es la 
Corte Penal Internacional. 

 En el informe se menciona que hay tres 
situaciones ante la Corte, a saber, la de la República 
Democrática del Congo, la de Uganda y la de Darfur, 
en el Sudán. La Corte Penal Internacional está 
interviniendo en esos casos a instancias de los Estados 
interesados o porque las causas les han sido remitidas 
por el Consejo de Seguridad, y no porque la Corte se 
haya impuesto a esos Estados. Respaldamos 
plenamente la respuesta de la Corte Penal Internacional 
a las invitaciones legítimas cursadas por el Gobierno 
de la República Democrática del Congo y por el 
Gobierno de Uganda, que han solicitado la ayuda de la 
Corte para detener la impunidad, puesto que sus 
sistemas nacionales por sí solos no están en 
condiciones de investigar y enjuiciar a quienes han 
cometido crímenes internacionales en sus territorios. 

 Además, en virtud de la autoridad que se le ha 
conferido en el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, el Consejo de Seguridad remitió una 
situación a la Corte, a saber, la situación en Darfur, en 
el Sudán, para investigación y enjuiciamiento. La 
Corte, de conformidad con el Estatuto vinculante para 
ella y para los Estados miembros, ha respondido 
debidamente también a esa petición. No obstante, 
somos conscientes de que pese a la respuesta positiva 
de la Corte a esas peticiones, no podrá enjuiciar a nadie 
a menos que los Estados interesados entreguen a las 
personas inculpadas por la Corte. Por consiguiente, la 
Corte sigue siendo primordialmente un instrumento de 
los Estados interesados, coherente con la manera en 
que fue establecida. 

 De nuestro análisis de los elementos constitutivos 
de la Corte Penal Internacional deducimos por 
consiguiente que la propia Corte no determina el papel 
que desempeña en un proceso de paz, sino que más 
bien son los Estados los que determinan el papel que 
debería desempeñar la Corte. La Corte es un 
instrumento de rendición de cuentas que puede ser 
activado por los Estados cuando, a su juicio, esa 
rendición de cuentas sea necesaria en una situación 
particular. Sin embargo, sabemos que el Fiscal de la 
Corte Penal Internacional, según las disposiciones del 
Estatuto, está autorizado a emprender investigaciones 
por iniciativa propia. Apoyamos el enfoque adoptado 
hasta la fecha de actuar solamente cuando los Estados 
han remitido las causas, más bien que por propia 
iniciativa, particularmente en esta etapa incipiente de 
existencia de la Corte. 



 A/61/PV.27

 

3 06-56840 
 

 Por lo tanto, corresponde a las entidades que 
activaron el Tribunal desactivarlo de conformidad con 
su Estatuto, sobre la base de la norma de 
complementariedad, en cualquier momento en que 
consideren que pueden prescindir del instrumento de 
rendición de cuentas de la Corte Penal Internacional. 
Estamos seguros de que, de conformidad con el Estatuto 
de la Corte Penal Internacional, ésta referirá las causas a 
los sistemas nacionales de justicia cuando se invoque 
adecuadamente su complementariedad ante la Corte. 

 Centrémonos ahora en la importante esfera de la 
responsabilidad de los Estados partes en cuanto al 
Estatuto de la Corte Penal Internacional y, por 
extensión, la responsabilidad de las organizaciones a 
las que pertenecemos. Aprovechamos esta oportunidad, 
como 28 Estados africanos que han ratificado el 
Estatuto de la Corte Penal Internacional, para reiterar 
el llamamiento que hicimos aquí el año pasado a la 
Unión Africana para que concrete un acuerdo de 
relación con la Corte Penal Internacional, tal como han 
hecho las Naciones Unidas y otras organizaciones 
intergubernamentales. El Acta Constitutiva de la Unión 
Africana reconoce la necesidad de encargarse de los 
crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y 
el genocidio; por lo tanto, un mecanismo de 
cooperación con la Corte estaría en consonancia con 
los principios de la Unión Africana. Además, pedimos 
a los Estados y a los actores privados que brinden su 
apoyo al Fondo Fiduciario para las Víctimas de la 
Corte Penal Internacional con el fin de aliviar el 
sufrimiento de las víctimas. En nuestros esfuerzos por 
cooperar con la Corte, también será necesario hacer 
una lista de las áreas en las que la Corte Penal 
Internacional necesitará cooperación y establecer 
mecanismos para determinar cómo nosotros, los 
Estados, brindaremos esa cooperación a la Corte de 
manera individual, conjunta y por conducto de 
organizaciones intergubernamentales. 

 Acogemos con satisfacción la evolución positiva 
proveniente de los Estados Unidos, que han retirado las 
restricciones impuestas a los Estados que han 
declinado firmar los denominados acuerdos en virtud 
del artículo 98, que conceden inmunidad a los 
ciudadanos y empleados del Gobierno de los Estados 
Unidos ante la jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional. Este hecho sitúa a todos los Estados de 
buena voluntad en el lado correcto del respeto por el 
estado de derecho y abre las puertas al aumento de la 
cooperación con los Estados Unidos en la esfera del 

fortalecimiento de los sistemas de justicia penal 
internacionales y nacionales. 

 Para concluir, deseamos señalar nuestro firme 
apoyo a la decisión de la Asamblea de los Estados 
Partes de la Corte Penal Internacional de alternar sus 
reuniones entre La Haya y Nueva York; pedimos a las 
Naciones Unidas que adopten todas las medidas que 
sean necesarias para celebrar la sexta Asamblea de los 
Estados Partes de la Corte Penal Internacional en la 
sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 

 Sra. McIver (Nueva Zelandia) (habla en inglés): 
Tengo el honor de hablar en nombre del Canadá y 
Australia, además de Nueva Zelandia. 

 La Corte Penal Internacional es el resultado de la 
clara determinación de la comunidad internacional de 
garantizar que los culpables de genocidio, crímenes de 
lesa humanidad y crímenes de guerra sean llevados ante 
la justicia. Ciento dos Estados han asumido los 
compromisos del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional y del principio de que, para los delitos más 
graves, no se tolerará la impunidad. El Canadá, Australia 
y Nueva Zelandia se comprometen a garantizar que el 
número de Estados partes continúe creciendo. 

 El Secretario General dijo en su Memoria sobre la 
labor de Organización que “La justicia, especialmente 
la justicia de transición en las sociedades en 
situaciones de conflicto o posteriores a un conflicto, es 
un componente esencial de la paz”. (A/61/1, párr. 109). 
Nuestros tres países apoyan firmemente el principio de 
que la justicia y la paz están intrínsecamente 
relacionadas. Como Miembros de las Naciones Unidas, 
debemos seguir garantizando que la búsqueda de la 
justicia sea un elemento fundamental de nuestra 
respuesta a las situaciones de conflicto. La Corte Penal 
Internacional representa el reconocimiento de ese 
principio y las Naciones Unidas deben continuar 
utilizándolo en ese sentido. 

 El Canadá, Australia y Nueva Zelandia acogen 
con satisfacción el progreso realizado por la Corte 
durante el año transcurrido. En la primera ejecución 
con éxito de una orden de detención que la Corte Penal 
Internacional, Thomas Lubanga, un congoleño acusado 
de crímenes de guerra, fue detenido y entregado a la 
Corte en marzo. Se trata de un paso importante. 

 Sin embargo, debemos recordar que la Corte es 
sólo una institución. Confía en los Estados y en las 
organizaciones internacionales y regionales para que 
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presten su asistencia a la hora de detener y entregar a 
los acusados, proporcionar de pruebas, proteger a los 
testigos y aplicar las condenas impuestas. El pasado 
mes de octubre se emitieron cinco órdenes de 
detención contra miembros del Ejército de Resistencia 
del Señor acusados de esclavización sexual y 
reclutamiento forzado de niños soldados. Ninguna de 
esas órdenes se ha ejecutado. 

 La Fiscalía de la Corte Penal Internacional ha 
continuado investigando las denuncias de delitos 
internacionales graves en Darfur (Sudán) desde que esa 
situación le fuera remitida Consejo de Seguridad en 
marzo de 2005. Los desafíos de llevar a cabo 
investigaciones en situaciones de seguridad tan 
difíciles son inmensos. 

 El Canadá, Australia y Nueva Zelandia 
continuarán haciendo todo lo que esté en sus manos 
para prestar su apoyo a la Corte Penal Internacional en 
su tarea de enjuiciar a los responsables de actos de 
genocidio atroces, crímenes de lesa humanidad y 
crímenes de guerra. 

 Igualmente, hacemos un llamamiento a todos los 
Estados para que cooperen con la Corte Penal 
Internacional directamente, así como por conducto de 
las Naciones Unidas, a fin de facilitar su contribución a 
nuestros objetivos colectivos de paz, seguridad y 
justicia. 

 Sr. Lauber (Suiza) (habla en francés): Suiza 
expresa su gratitud y aprecio al Magistrado Philippe 
Kirsch y a todo el personal de la Corte Penal 
Internacional por sus extraordinarios esfuerzos y 
logros, que se reflejan en el informe que acaba de 
presentar el Presidente de la Corte (A/61/217). Nos 
impresiona el intenso nivel de actividad de esta todavía 
joven Corte, el progreso alcanzado en las tres 
investigaciones en curso y los ambiciosos objetivos 
que se ha marcado la Corte en su plan estratégico. 

 Suiza acoge con satisfacción el aumento gradual de 
la cooperación entre las Naciones Unidas y sus distintos 
órganos y la Corte Penal Internacional, tal como se 
describe en el informe de la Corte. Los complace 
particularmente que la Corte haya establecido finalmente 
una oficina de enlace en Nueva York, que facilitará los 
contactos entre la Corte y la sede de las Naciones 
Unidas. Nos complace la elección de la Sra. Socorro 
Flores como nueva representante de la Corte en Nueva 
York y le prometemos nuestro pleno apoyo. 

 Estamos siendo testigos del nacimiento de un 
sistema de justicia penal internacional, en el que la Corte 
Penal Internacional debe desempeñar un papel 
fundamental. A principios del decenio de 1990, los 
tribunales especiales establecidos por el Consejo de 
Seguridad allanaron el camino para la creación de una 
Corte Penal Internacional. En la actualidad, la Corte 
Penal Internacional proporciona instalaciones de 
detención y salas de audiencia para el enjuiciamiento del 
Sr. Charles Taylor al Tribunal Especial para Sierra Leona 
y el Fiscal adjunto de la Corte Penal Internacional está 
desempeñando las funciones de Comisionado de la 
Comisión Internacional Independiente de Investigación 
establecido de conformidad con la resolución 1595 
(2005) del Consejo de Seguridad. 

 Suiza alienta esa cooperación entre las Naciones 
Unidas y la Corte Penal Internacional que fortalecerá el 
sistema de justicia penal internacional. 

 La Corte Penal Internacional es un tribunal 
independiente y, como tal, debe ser respetado en todo 
momento. Al mismo tiempo, hay que reconocer que el 
objetivo y la repercusión de la justicia penal 
internacional trasciende las meras consideraciones 
jurídicas. A la larga, la justicia penal internacional 
contribuye de manera considerable a la paz y la 
seguridad sostenibles. Los tres casos, que en estos 
momentos investiga la Fiscalía, son un ejemplo claro 
de ello. Fueron remitidos a la Corte Penal Internacional 
por los Estados interesados o por el Consejo de 
Seguridad, en el momento en que los conflictos 
relacionados con los supuestos delitos estaban en 
curso, con la esperanza de que la participación de la 
Corte Penal Internacional impediría futuros delitos y 
conduciría a contener o hasta poner fin a esos 
conflictos. En los tres casos, hay claros indicios de que 
esas expectativas se están cumpliendo o se cumplirán, 
siempre que la Corte reciba la cooperación y el apoyo 
necesarios de las partes interesadas, y siempre que 
defendamos los principios del Estatuto de Roma, aun 
cuando su aplicación afronte desafíos que no previmos 
en el momento de su aprobación. 

 Las Naciones Unidas han reconocido el papel de 
la justicia penal internacional como instrumento de 
disuasión contra el genocidio, los crímenes de lesa 
humanidad y los crímenes de guerra y como 
contribuyente a la paz y a la seguridad sostenibles en 
reiteradas ocasiones: en la ex Yugoslavia, Rwanda, 
Camboya, Sierra Leona, el Sudán y el Líbano, por 
mencionar sólo unos cuantos. Suiza insta firmemente a 
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los órganos, programas, fondos y oficinas pertinentes 
de las Naciones Unidas, así como a los Estados 
Miembros a que sigan ese camino. El papel de la 
justicia penal internacional y en particular de la Corte 
Penal Internacional, debe aprovecharse al máximo 
cuando se elaboren estrategias de prevención y 
mediación de conflictos, cuando se establezcan y se 
preparen operaciones de mantenimiento de la paz, y 
cuando se aborden la reconstrucción y la consolidación 
de la paz después de los conflictos. 

 Además, el reconocimiento conceptual de la 
justicia penal internacional debe ir acompañado de la 
cooperación y el apoyo concretos sobre el terreno. La 
Corte Penal Internacional —y de hecho, la justicia 
penal internacional como tal— no podrá desplegar su 
potencial sin el firme apoyo y la firme cooperación de 
los Estados, las organizaciones regionales e 
internacionales y la sociedad civil, en particular en 
relación con la detención y extradición de los acusados, 
la presentación de pruebas y el cumplimiento de las 
sentencias. Al respecto, las Naciones Unidas tienen una 
responsabilidad especial puesto que no hay otra 
organización con un nivel comparable de presencia y 
experiencia sobre el terreno. 

 Para concluir, los propósitos y principios del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
reflejan con mucho los de la Carta de las Naciones 
Unidas, y por lo tanto, son universales. Por 
consiguiente, Suiza exhorta a todos los Estados que 
todavía no lo hayan hecho a que se adhieran al Estatuto 
de Roma cuanto antes. 

 Sr. Wenaweser (Liechtenstein) (habla en inglés): 
Deseo agradecer al Presidente de la Corte Penal 
Internacional, Sr. Philippe Kirsch, su presentación del 
segundo informe de la Corte (A/61/217) a la Asamblea 
General. Observamos con gran satisfacción el progreso 
alcanzado en la labor de la Corte durante el año 
transcurrido. No podemos dejar de hacer hincapié en la 
importancia de esos acontecimientos, teniendo presente 
que la Corte Penal Internacional es una institución 
recientemente creada con el objetivo de promover la 
justicia de manera permanente. 

 La entrada en vigor del Estatuto de Roma y la 
creación de la Corte ya han comenzado a tener una 
repercusión que va más allá de las causas que atiende 
la Corte. Los Estados han adaptado sus legislaciones 
que abordan los graves delitos que preocupan a la 
comunidad internacional. La Corte dirige los esfuerzos 

internacionales para poner fin a la impunidad, y el 
compromiso de la comunidad internacional, tal como 
se expresa en el Estatuto de Roma, ha dado lugar a la 
creación de tribunales especiales y de otros 
mecanismos que atienden los delitos cometidos en el 
pasado. 

 Las investigaciones iniciales realizadas por el 
Fiscal en mucho casos, han enviado un claro mensaje a 
los autores de delitos cometidos en el pasado y de la 
posible comisión de delitos en el futuro en otras partes 
del mundo. Incluso si sus propios países no pudieran 
ser llevados ante la justicia, la Corte Penal 
Internacional puede hacerlo. El sistema de justicia 
establecido por el Estatuto de Roma contribuye a la 
disuasión en el mundo, y se seguirá fortaleciendo su 
efecto constantemente mediante la labor futura de la 
Corte y la publicación de sus resultados. 

 El estado de derecho exige que los tribunales 
puedan ejercer sus funciones de manera independiente, 
y el Estatuto de Roma defiende ese principio mediante 
distintas salvaguardias. No quiero comentar sobre 
cualquier decisión o medida adoptada por los órganos 
del tribunal en cuanto a las causas actuales, pero 
Observamos que la Corte ha estado plenamente a la 
altura de las expectativas de un sistema judicial 
independiente e imparcial. No hay duda de que la Corte 
Penal Internacional está comprometida a promover la 
justicia de conformidad con el Estatuto de Roma y la 
Carta de las Naciones Unidas y que está fuera de toda 
sospecha de politización. 

 Si bien es una institución independiente, la Corte 
no puede actuar sola ni en un vacío, observamos el 
enérgico énfasis que pone su Presidente en la necesidad 
de cooperación. Esa cooperación puede adoptar 
muchas formas y debe provenir de los Estados 
Miembros y del sistema de las Naciones Unidas, en 
particular de las operaciones sobre el terreno que han 
establecido. Al respecto, acogemos con satisfacción la 
creación de la oficina de enlace de la Corte en Nueva 
York, que ayudará a promover la cooperación entre 
esas dos organizaciones. Pedimos al Secretario General 
que garantice que el Acuerdo de Relación con la Corte 
se aplique en la mayor medida posible. 

 En el preámbulo del Estatuto de Roma se 
reafirman los propósitos y principios de la Carta de 
las Naciones Unidas. El primero de esos propósitos, 
en virtud del Artículo 1 de la Carta, es mantener la 
paz y la seguridad internacionales. La Corte Penal 
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Internacional fue creada como institución que 
promueve y administra justicia, sobre la base del 
principio de complementariedad, y contribuye de este 
modo a la paz. La justicia y la paz no son objetivos que 
se excluyen mutuamente; todo lo contrario. 

 El verdadero dilema de la paz contra la justicia fue 
el hecho de que antes de la creación de la Corte Penal 
Internacional, no había una institución internacional 
permanente que pudiera administrar justicia para los 
delitos más graves. Debido a esa brecha flagrante en el 
sistema la de las instituciones internacionales, la 
impunidad era una realidad y la amnistía una opción de 
negociación para los autores de los delitos. La creación 
de la Corte Penal Internacional representa un cambio de 
paradigma que con el transcurso del tiempo privará con 
eficacia a los responsables de los delitos más graves de 
la oportunidad de exigir amnistías, sencillamente porque 
esos homólogos en las negociaciones no podrán 
garantizar de manera eficaz la impunidad. Las 
negociaciones y los tratos con los autores de esos delitos 
tendrán que depender de otros elementos e incentivos y 
no de la impunidad permanente. A la larga, la 
erradicación de la impunidad contribuirá a la paz 
sostenible en una situación particular después de 
conflictos y también a la disuasión mundial. Sin 
embargo, se debe tomar nota de que el Estatuto aprobado 
en Roma permite determinada flexibilidad en las 
investigaciones, en particular a la luz de los intereses de 
las víctimas y de los intereses de la justicia. 

 No obstante, la flexibilidad no puede estar sujeta 
a la negociación con criminales. 

 Liechenstein apoyó a la Corte desde el principio y 
seguirá haciéndolo siempre que pueda. Nosotros 
ratificamos tanto el Estatuto de Roma como el Acuerdo 
sobre las Prerrogativas e Inmunidades de la Corte y 
hemos promulgado las leyes necesarias para su 
ejecución. 

 En el contexto de la Asamblea de los Estados 
partes, una prioridad importante para nosotros es 
trabajar en la definición del crimen de agresión. El 
Grupo de Trabajo Especial se esfuerza por elaborar 
propuestas concretas antes de 2008 para que se 
estudien en una conferencia de examen del Estatuto. 
En las anteriores reuniones entre períodos de sesiones, 
que se celebraron en el Instituto de Liechtenstein sobre 
la Libre Determinación de la Universidad de Princeton, 
se progresó mucho. Estamos interesados en proseguir 
el examen de esa cuestión. Éste no sólo está abierto a 

la participación de los Estados partes en el Estatuto de 
Roma sino también de todos los Estados que hayan 
firmado el Acta Final de la Conferencia de Roma. 

 Por último, nos gustaría invitar a todos los 
Estados que todavía no son partes en el Estatuto de 
Roma a que sigan evaluando los trabajos de la Corte. 
Estamos seguros de que hacerlo los alentará a sumarse 
a la mayoría de los Estados Miembros que decidieron 
formar parte de esta empresa histórica. 

 Sr. Gómez-Robledo (México): La delegación de 
México quisiera expresar su profundo agradecimiento 
al Presidente de la Corte Penal Internacional, el 
Magistrado Philippe Kirsch, por el amplio informe que 
ha presentado a la Asamblea General con arreglo al 
Acuerdo de Relación entre las Naciones Unidas y la 
Corte. Hoy somos 100 los Estados partes en el Estatuto 
de Roma, y el 1º de noviembre el Estatuto contará con 
dos Estados partes más. El Gobierno de México 
expresa su felicitación a las Comoras y a Saint Kitts y 
Nevis por el reciente depósito de sus instrumentos de 
ratificación. Este es un paso más hacia la universalidad 
del Estatuto. México entiende bien, por haberlas 
vivido, las dificultades que entraña la ratificación de un 
tratado que incide de manera tan poderosa en el 
sistema interno de procuración de justicia y que 
requiere de complejas reformas legislativas inclusive a 
nivel constitucional. Los Estados partes y las 
organizaciones de la sociedad civil se han unido para 
prestar a quienes lo requieran el apoyo técnico que 
permita a los Estados signatarios adecuar su 
legislación. Las ventajas que se derivan de la 
pertenencia a la Corte Penal Internacional son, sin duda 
alguna, superiores a las dudas que un instrumento de 
esa índole suscita todavía entre algunos Estados. 

 La Corte Penal Internacional es plenamente 
operativa. Ello queda de manifiesto, como da cuenta el 
informe anual, con la entrega de la primera persona 
detenida en virtud de una orden emitida por la Corte, en 
marzo de 2006, y con la tramitación de actuaciones 
preliminares y apelaciones en anticipación de los 
enjuiciamientos que se iniciarán pronto. Hemos tomado 
debida nota de las investigaciones a cargo de la Fiscalía 
en la República Democrática del Congo, en Uganda y 
en la región de Darfur en el Sudán, así como del 
análisis que realiza ésta en relación con las situaciones 
ocurridas en la República Centroafricana y en Côte 
d’Ivoire, resultado —en este último caso— de una 
declaración de aceptación de la jurisdicción de la Corte. 
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 Conforme lo prevé el Estatuto, la Corte está 
actuando sobre tres situaciones referidas por Estados y 
una referida por el Consejo de Seguridad, y se 
encuentra analizando comunicaciones para determinar 
si procede determinar investigaciones en otras 
situaciones. En cada una de estas instancias, la Corte 
ha demostrado —y así confiamos en que seguirá 
haciéndolo— que está actuando como corresponde a 
una auténtica jurisdicción. En estas instancias se ha 
desarrollado la infraestructura necesaria para garantizar 
la participación efectiva de las víctimas y la protección 
de los derechos de la defensa a través de la Oficina 
Pública de Defensa de las Víctimas y de la elaboración 
de medidas para garantizar la seguridad de las 
víctimas, de los testigos y de otras personas en 
situación de riesgo a causa de las investigaciones que 
realiza la Corte. 

 Pero la Corte enfrenta retos enormes en esta etapa 
de su desarrollo orgánico. Quisiera abordar, si me lo 
permite Sra. Presidenta, tres aspectos fundamentales 
relacionados con la actuación futura de la Corte: 1) la 
cooperación internacional, 2) los criterios de selección, 
3) el interés de la justicia. 

 Un pilar fundamental de la actuación de la Corte 
se encuentra cimentado en la cooperación 
internacional. Como bien lo expresan en su informe: 

 “... la Corte depende de la cooperación de los 
Estados, la Naciones Unidas, otras organizaciones 
internacionales y la sociedad civil. La Corte no 
cuenta con una fuerza de policía propia para 
ejecutar sus decisiones o mandamientos. Necesita 
la asistencia de otros para, entre otras cosas, reunir 
pruebas, prestar apoyo logístico a las operaciones 
sobre el terreno, reubicar testigos, detener y 
trasladar personas y ejecutar las condenas.” 
(A/61/217, pág. 2) 

 Los Estados partes tenemos entonces la 
obligación general de cooperar en la investigación y el 
enjuiciamiento de los crímenes que caen bajo la 
competencia de la Corte. El Estatuto debe ser cumplido 
por sus partes de buena fe, conforme al principio pacta 
sunt servanda. Sin esa cooperación básica, la Corte 
estará impedida de realizar su mandato. Por la propia 
naturaleza de sus investigaciones, los Estados cuyas 
situaciones han sido referidas a la Corte tienen la 
obligación más inmediata de colaborar con ella. Pero la 
complejidad de las actuaciones para llevar a cabo 
eficazmente las investigaciones, la recolección de 

pruebas, la atención adecuada a las víctimas y la 
ejecución de sentencias obliga, obviamente, al resto de 
la comunidad internacional. En ese sentido, el diálogo 
entre la Corte y los Estados partes debe ser enfocado a 
tener mayor claridad en la identificación de las 
expectativas de cooperación en todas sus 
ramificaciones. 

 La situación en Darfur ha puesto de manifiesto el 
papel que puede tener el sistema de las Naciones 
Unidas en la consecución del mandato asignado a la 
Corte. Si bien la Corte ha concertado un memorando de 
entendimiento con la Misión de las Naciones Unidas en 
la República Democrática del Congo, persiste la 
necesidad de aumentar la cooperación con otras 
agencias, órganos y oficinas de las Naciones Unidas. El 
Acuerdo de Relación proporciona el marco jurídico a 
partir del cual debe desarrollarse una cooperación más 
amplia y más eficaz. Simplemente, pensemos en la 
capacidad operativa de las Naciones Unidas a través de 
sus operaciones de mantenimiento de la paz para 
prestar a la Corte apoyo en el terreno donde existen 
condiciones logísticas difíciles. 

 El Consejo de Seguridad tiene aquí una 
responsabilidad especial que desempeñar. Por principio 
de cuentas, la remisión de la situación de Darfur 
entraña una obligación de apoyar a la Corte en la 
investigación de los crímenes ahí cometidos sin que 
ello pueda afectar a la imparcialidad con que la Corte 
debe actuar. Pero aún más, el Consejo de Seguridad 
tiene la facultad de dotar a las operaciones de 
mantenimiento de la paz desplegadas en los lugares 
donde existen situaciones bajo investigación de la 
Corte del mandato necesario para apoyarla en el 
desarrollo de su tarea.  

 A final de cuentas, la Corte es ya un componente 
importante del sistema internacional de paz y seguridad. 
Por tal razón, damos también la bienvenida a la decisión 
de la Asamblea de los Estados Partes de abrir una oficina 
de enlace en Nueva York que servirá, precisamente, para 
desarrollar con creatividad la cooperación necesaria con 
las Naciones Unidas. Esta oficina debe ser dotada de 
todos los medios necesarios para llevar a cabo su misión. 
Por una parte, los Estados partes debemos considerar el 
otorgamiento de los recursos financieros necesarios para 
desarrollar su mandato. Por la otra, del Acuerdo de 
Relación con las Naciones Unidas se derivan 
obligaciones a cargo de la Organización para que esta 
oficina pueda desempeñarse debidamente. Un paso 
importante ha sido el nombramiento de la Jefa de la 
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oficina, la Sra. Socorro Flores, eminente jurista 
mexicana, pero la Organización y los Estados partes 
debemos hacer un esfuerzo adicional para que pueda 
funcionar adecuadamente. 

 Permítaseme referirme a otro aspecto importante 
del futuro de la Corte, que tiene que ver con los 
criterios de selección de la Fiscalía para iniciar una 
investigación. 

 La Corte tiene recursos limitados, y sería 
materialmente imposible iniciar una investigación de 
cada situación sólo por el hecho de que haya sido hecha 
del conocimiento de la Fiscalía. No olvidemos que la 
actuación de la Corte descansa en el principio de 
complementariedad y, por lo tanto, compete a los 
Estados partes la obligación general y original de 
enjuiciar a quien haya cometido en su territorio alguno 
de los crímenes previstos en el Estatuto. La estrategia de 
enjuiciamiento presentada recientemente por el Fiscal 
pone de manifiesto los parámetros bajo los cuales debe 
actuar su Oficina. Como él mismo lo ha señalado: 

 “... la intervención por la Oficina debe ser 
excepcional: sólo actuará cuando los Estados han 
fallado en conducir investigaciones y 
enjuiciamientos o cuando ellos intenten hacerlo 
pero en realidad no puedan o no quieran llevar a 
cabo genuinamente los procedimientos.” 

 En este sentido, coincidimos con la Fiscalía en que 
la complementariedad debe ser vista con un enfoque 
positivo para alentar los procedimientos donde sea 
posible, descansar en redes nacionales e internacionales 
y participar en un sistema de cooperación internacional. 
La existencia misma de la Corte y su plena 
operatividad son per se incentivos para que los Estados 
prevengan la comisión de crímenes en su territorio y, 
en caso de que sucedan tales crímenes, para que actúen 
inmediatamente. 

 En los últimos meses, se ha venido hablando de 
lo que se conoce como el dilema entre paz y justicia 
para describir una situación en la que los actores 
políticos deberían elegir entre la investigación y la 
sanción de los responsables de los crímenes tipificados 
en el Estatuto, por un lado, y la solución política de la 
situación que dio lugar a tales crímenes, por el otro. 
Para un tribunal de derecho como es la Corte Penal 
Internacional, la justicia no puede estar supeditada a la 
negociación política. El dilema, pues, no existe, ya que 
no cabe pensar siquiera en la denegación de justicia. 
Debemos tener claro que cada institución tiene una 

misión que desempeñar: el poder político tiene su 
papel, el poder judicial tiene el suyo. 

 Por ello, nos parece muy acertada la decisión de la 
Fiscalía, en el norte de Uganda, de investigar y enjuiciar 
de manera tal que no afecte el papel que puedan 
desempeñar otros actores. Sin duda, los esfuerzos para 
crear estabilidad duradera requieren la armonización de 
las actividades del Fiscal y de las iniciativas nacionales e 
internacionales para restablecer la paz. La Corte es un 
factor central de la paz. Estamos convencidos de que el 
inicio mismo de una investigación puede y debe ejercer 
una influencia positiva en el ámbito de la política. 

 Hemos recorrido ya una buena parte del camino, 
pero son todavía grandes los retos que la Corte debe 
enfrentar. El convencimiento pleno que existe entre la 
comunidad internacional para combatir la impunidad 
ayudará a enfrentar estos retos con imaginación. La 
Corte puede contar con el pleno apoyo de México en su 
alta misión. 

 Sr. Riofrío (Ecuador): Mi delegación desea 
agradecer al Presidente de la Corte Penal Internacional 
la presentación de su segundo informe anual 
(A/61/217). 

 El último año ha sido particularmente importante 
para las actividades de la Corte por los progresos 
alcanzados en las investigaciones y en los trámites 
prejudiciales. A pesar de ser una institución de corta 
edad, la misma ha demostrado contra toda duda que, 
gracias a su independencia e imparcialidad, puede 
convertirse además en un activo componente para la 
consolidación de la paz. 

 Los enormes esfuerzos realizados para avanzar en 
los procesos judiciales se han enfrentado, sin embargo, 
a la penosa realidad de que no se han ejecutado las 
órdenes de detención que representan la única medida 
que puede garantizar la realización de un juicio y, en 
definitiva, el fin de la impunidad. Mi delegación 
concuerda con el informe del Secretario General en el 
sentido de que es indispensable fortalecer la cooperación 
de los Estados y las organizaciones internacionales para 
asegurar que las detenciones, el suministro de pruebas o 
la reubicación de testigos, entre otras medidas, se 
cumplan de manera efectiva, transparente y oportuna. 
Fundamentalmente, es necesario comprometer la 
voluntad de los Estados para facilitar los procesos y 
quizás, ante las circunstancias que está enfrentando 
actualmente la Corte, debamos comenzar a analizar qué 
medidas se requieren para aplicar efectivamente lo que 
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dispone el Estatuto respecto a la cooperación cuando 
no existe tal voluntad. 

 El Ecuador desea reiterar su adhesión a los 
principios de justicia universal consagrados en el 
Estatuto y su compromiso permanente con la Corte 
Penal Internacional. En relación con este compromiso, 
el 19 de abril del presente año mi país depositó el 
instrumento de ratificación del Acuerdo sobre los 
Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal 
Internacional y ha avanzado en la implementación y 
aplicación del Estatuto a nivel interno, incluyendo la 
promoción de las reformas legislativas correspondientes. 

 Por iniciativa de la sociedad civil, y con la 
coordinación de varias instituciones del Estado, el 
proyecto de ley sobre delitos contra la humanidad, que 
define y tipifica los crímenes que son sancionados por 
el Estatuto, se presentó al Congreso Nacional 
ecuatoriano para su aprobación. El proyecto también 
prevé normas que permitan cumplir con el principio de 
complementariedad y las obligaciones de cooperación 
con la Corte Penal. 

 El Ecuador cree firmemente en la necesidad de 
defender la integridad del Estatuto de Roma y está 
convencido de que la mejor forma de hacerlo es alcanzar 
su ratificación universal. Deseo expresar la felicitación 
de mi país a los Gobiernos de Saint Kitts y Nevis y de 
las Comoras por su decisión de ratificar el Estatuto. 

 Finalmente, el Ecuador hace un llamado a apoyar 
a la Corte Penal Internacional y a defender su trabajo, 
que se traduce en el mejor instrumento para combatir la 
impunidad y establecer responsabilidades por los 
crímenes de lesa humanidad. 

 No puedo terminar esta intervención sin 
manifestar la satisfacción del Gobierno ecuatoriano por 
la creación de la oficina de la Corte en Nueva York, a 
la que ofrecemos todo nuestro respaldo. 

 Sr. Mayoral (Argentina): Quisiera agradecer, en 
nombre del Gobierno argentino, la presencia en esta 
ciudad de Nueva York del Presidente de la Corte Penal 
Internacional, el Magistrado Philippe Kirsch. Su 
presencia le permite a la Asamblea General recibirlo y 
recibir el segundo informe anual de la actividad de la 
Corte (A/61/217), una organización única en su género. 
Su liderazgo en esta etapa inicial de la vida de la Corte 
ha sido y es fundamental. Sra. Presidenta: Quiero que 
usted le transmita al Presidente Kirsch todo el apoyo 
del Gobierno y la sociedad civil de mi país. 

 Durante el siglo pasado se produjeron las 
mayores atrocidades de la era moderna: genocidios, 
asesinatos en masa, limpiezas étnicas, que dañaron la 
conciencia de la humanidad en forma indeleble. Las 
Naciones Unidas y la Corte Penal Internacional han 
sido en buena medida el resultado de la toma de 
conciencia internacional de estas tragedias. Ambas 
instituciones internacionales tienen y tendrán un rol 
esencial en este nuevo siglo para poder evitar que esos 
crímenes contra la humanidad vuelvan a repetirse. 
Debemos, todos los países partes y también quienes no 
son partes, cooperar y velar por el fortalecimiento, la 
independencia y el éxito de la Corte. 

 En el mes de junio pasado, el Consejo de 
Seguridad analizó la cuestión del estado de derecho y 
su rol en el mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales. En dicho debate, la Argentina destacó 
la importancia central de los lazos entre paz, justicia, 
derechos humanos y el rol de la Corte para eliminar 
toda impunidad.  

 Apoyar a la Corte significa contribuir en el 
avance hacia un sistema mundial de justicia que 
destierre la impunidad y prevenga los crímenes. Somos 
optimistas, especialmente del rol disuasorio general de 
la Corte en conflictos armados y en situaciones 
internas. 

 Seguimos observando con mucha atención el 
desarrollo de los procesos de investigación en la 
República Democrática del Congo, en Uganda y en 
Darfur. Destacamos el traslado a La Haya de Thomas 
Lubanga con el apoyo del Consejo de Seguridad a 
través de la resolución 1533(2004) y el comienzo de 
las actuaciones judiciales. 

 Con relación a las órdenes de detención emitidas 
contra los mandos del Ejército de Resistencia del Señor 
en Uganda creemos que la comunidad internacional, y 
particularmente aquellos que son mediadores, que 
están asistiendo en el proceso de Juba, deben buscar 
soluciones innovadoras que compatibilicen los 
sistemas tradicionales de reconciliación que tiene la 
población local con los imperativos del derecho 
internacional, que son irrenunciables. La paz no se 
puede alcanzar a costa de la justicia. Las autoridades 
del Sudán, de Uganda y de la República Democrática 
del Congo deben cooperar plenamente para lograr la 
detención de aquellas personas sobre las que pesan 
órdenes de arresto. 
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 Con relación a los crímenes cometidos en la región 
sudanesa de Darfur, reiteramos la obligación que tienen 
todos los Estados y todas las organizaciones, conforme a 
la resolución 1593 (2005) del Consejo de Seguridad, de 
brindar información y apoyo logístico a las tareas de la 
Corte; deben contribuir a la protección de las víctimas y 
de los testigos y adoptar todas las medidas necesarias 
para la preservación de evidencias, entre otras. 
Llamamos entonces, una vez más, al Gobierno del Sudán 
para que pueda concretarse la investigación junto con la 
seguridad de los testigos. 

 Encomiamos también la cooperación de la Corte 
con el Tribunal Especial para Sierra Leona que contó 
con la cooperación del Consejo de Seguridad a través 
de la resolución 1688 (2006) y que permitió el traslado 
y futuro juicio del Sr. Charles Taylor en La Haya, con 
la facilitación de los servicios de detención y salas de 
audiencia para su enjuiciamiento. 

 Queremos manifestar nuestro reconocimiento y 
apoyo a un connacional, al Fiscal Luis Moreno 
Ocampo y a su equipo, en particular por su dedicación 
y eficiencia en las investigaciones, tanto las que están 
en curso como en su sustantiva labor en el análisis de 
otras posibles situaciones. Todos sabemos que es una 
labor compleja y políticamente muy sensible. 

 En otro orden de ideas, queremos destacar la 
labor de la MONUC en la República Democrática del 
Congo que, ha sido importante, y esperemos que 
continúe con eficiencia. Apelamos a los Gobiernos del 
Chad y del Sudán para prestar y seguir prestando la 
mayor cooperación con las investigaciones en curso de 
la Fiscalía. 

 Estamos interesados también en observar las 
conclusiones del tercer coloquio de fiscales 
internacionales que tuvo lugar la semana pasada en La 
Haya. Felicitamos a la Corte y a la Fiscalía por esa 
iniciativa que promueve el diálogo y la cooperación en 
pos de seguir avanzando hacia un sistema de justicia 
universal.  

 La cooperación con la Corte debe tener lugar en 
las capitales de los países Miembros, en Nueva York, 
en La Haya y en el terreno, donde deben ejecutarse sus 
decisiones o mandamientos, reunir pruebas, prestar 
apoyo logístico y proteger al personal, a las víctimas, a 
los testigos y a las personas sometidas a juicio. En este 
sentido, las Naciones Unidas deben seguir manteniendo 
un rol constructivo, aprovechando la experiencia que 
poseen en materia de seguridad y de policía. 

 Mi país, la Argentina ha tomado nota con mucho 
interés de la reciente publicación del plan estratégico 
de la Corte Penal Internacional, que será analizado en 
el quinto período de sesiones de la Asamblea de los 
Estados Partes en el noviembre próximo. Ese plan está 
siendo analizado y creemos que es una base importante 
de análisis estratégico para la futura labor de la Corte y 
en principio mi país coincide con los objetivos y metas 
allí propuestos. 

 Finalmente, queremos instar aquí una vez más a 
los Estados que no han firmado o ratificado el Estatuto 
de Roma a que lo hagan a la brevedad. Apelamos a 
todos los Estados a detener y a entregar los inculpados 
para que puedan ser juzgados e instamos a esta 
Asamblea General y al Consejo de Seguridad a seguir 
apoyando a la Corte Penal Internacional. La comunidad 
internacional, la paz y la seguridad internacionales nos 
reclaman una vez más una Corte Penal eficaz, con 
jurisdicción y competencia universal que alcance los 
altos objetivos para los cuales fue creada. 

 Sr. Samy (Egipto) (habla en árabe): Ante todo, 
quiero dar las gracias a los Presidentes del Tribunal 
Penal Internacional para Rwanda, del Tribunal 
Internacional para la ex Yugoslavia y de la Corte Penal 
Internacional por sus informes presentados a la 
Asamblea General que arrojan luz sobre la evolución 
de los principios del derecho penal internacional en la 
lucha contra los terribles crímenes cometidos contra la 
humanidad. En este sentido, Egipto desea recalcar el 
importante papel que desempeñan los tribunales penales 
internacionales con el fin de garantizar la aplicación del 
estado de derecho, en especial en lo que respecta al 
derecho internacional humanitario. Esto es importante 
para mantener la paz y la seguridad internacionales. El 
papel de los tribunales internacionales complementa el 
del sistema jurídico nacional que es la autoridad 
competente para enjuiciar a quienes cometen ese tipo de 
crímenes. Llevar a esas personas ante la justicia forma 
parte de la responsabilidad de cada Estado de garantizar 
la paz y la seguridad de sus ciudadanos y garantizar su 
estabilidad interna.  

 En ese sentido, Egipto reafirma que es importante 
que estos tribunales sigan manteniendo su neutralidad 
adoptando un enfoque que ponga de relieve el carácter 
jurídico de sus trabajos y el carácter no político de sus 
decisiones. Esto garantizaría su neutralidad e 
independencia y brindaría a esos tribunales la 
oportunidad de desempeñar su papel jurídico y moral.  
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 En cuanto a la naturaleza de los crímenes de los 
que se ocupan estos tribunales —ya sean crímenes de 
guerra o genocidio, u otros crímenes de lesa 
humanidad— hay que alentar a esos tribunales a que 
enjuicien a todos los acusados de haber cometido 
crímenes de esa índole y se aseguren de que ninguno 
de ellos goce de impunidad, incluidos aquellos que han 
participado directamente en conflictos armados o 
actuado contra pueblos sometidos a una ocupación. 

 En cuanto a la Corte Penal Internacional, Egipto 
valora los esfuerzos realizados por la Corte para 
preparar la primera versión de su plan estratégico en el 
cual se esboza un amplio marco de trabajo para las 
actividades de la Corte durante el próximo decenio.  

 La delegación de Egipto desea reafirmar la 
importancia de redoblar los esfuerzos que realiza la 
Corte por lograr una definición del crimen de agresión, 
especialmente porque las circunstancias y los 
acontecimientos internacionales actuales ponen de 
relieve la importancia de llegar a una definición a fin 
de poder castigar a los criminales que cometen esos 
odiosos crímenes. 

 Egipto afirma la importancia de la no politización 
de la labor de la Corte y la necesidad de evitar la 
selectividad al someter casos a la Corte, de conformidad 
con el principio jurídico de que todos somos iguales 
ante la ley. Por lo tanto, pedimos a la Corte y al 
Consejo de Seguridad que lleven a todos los acusados 
de cometer crímenes de lesa humanidad ante la Corte 
sin discriminación y solamente basados en motivos 
políticos. 

 También queremos reafirmar el principio de 
transparencia y la importancia de abstenerse de recurrir 
a listas secretas de nombres de acusados, ya que la 
justicia se basa en la transparencia y en la rendición de 
cuentas. En este sentido, los procedimientos de 
investigación y de reunión de pruebas deben ser 
examinados, especialmente los procedimientos de 
investigación relativos a los crímenes cometidos y a la 
presentación de pruebas materiales suficientes, a fin de 
garantizar que se adopten las mismas medidas respecto 
de los crímenes definidos en el Estatuto de la Corte. No 
deberíamos apresurarnos a calificar los hechos sobre la 
base de testimonios incompletos y de estudios parciales 
de los hechos que no tengan plenamente en cuenta las 
dimensiones jurídicas en este sentido. 

 Egipto reafirma su apoyo a la función y las 
actividades del Tribunal, en particular las actividades 

encaminadas a capacitar al personal jurídico rwandés y 
a otro personal de distintas naciones africanas con el fin 
de mejorar la capacidad de los países para garantizar el 
respeto del estado de derecho y proteger a sus 
ciudadanos. Este es uno de los principales pilares para 
lograr la seguridad y la estabilidad que se necesitan para 
el desarrollo y el progreso en nuestro continente 
africano.  

 Con el fin de mejorar la capacidad del Tribunal 
para que desempeñe sus funciones, el Gobierno de 
Egipto ha hecho una importante contribución 
financiera al fondo de contribuciones voluntarias del 
Tribunal y continuará contribuyendo. 

 Además, Egipto celebró un simposio en 2005 
para conmemorar el décimo aniversario de las 
matanzas en Rwanda. El Sr. Adama Dieng, Secretario 
del Tribunal Internacional para Rwanda, participó en 
ese simposio. El objetivo del simposio era recordar a 
todos esos crímenes de lesa humanidad y los 
sufrimientos causados a los rwandeses con el fin de 
extraer lecciones de la experiencia rwandesa en su 
totalidad, y de apoyar la función del Tribunal. Ello 
debería servir de medida disuasoria para todo aquel que 
intentara cometer esos crímenes horrendos. 

 Con respecto al Tribunal Internacional para la ex 
Yugoslavia, seguimos decepcionados por el hecho de que 
varios dirigentes que cometieron los más horrendos 
crímenes de lesa humanidad no hayan sido llevados ante 
el Tribunal y sigan en libertad. En ese sentido, Egipto 
reafirma la importancia de que todas las partes en el 
territorio de la ex Yugoslavia cooperen con el Tribunal, 
bien mediante la recopilación de pruebas o bien 
mediante la detención y enjuiciamiento de aquellas 
personas acusadas de cometer crímenes contra personas 
inocentes. La historia no se olvidará de dichos crímenes. 
El enjuiciamiento de los acusados contribuirá a la 
justicia y a la reconciliación nacional en esa región. 

 En ese sentido, el Gobierno de Egipto celebra la 
cooperación de Serbia y Montenegro con el Tribunal 
durante el período del último informe. Los alentamos a 
que continúen cooperando a fin de que el Tribunal 
pueda superar las dificultades con que tropieza en el 
cumplimiento de su mandato en el plazo establecido. 

 Al comienzo de mi declaración me referí a la 
importancia de la neutralidad al remitir causas a los 
tribunales internacionales y a la importancia de que su 
labor no esté politizada. Nos gustaría que aquellas 
personas acusadas de haber cometido crímenes de lesa 
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humanidad en los territorios ocupados de Palestina y el 
Líbano sean enjuiciadas de manera imparcial, en 
reafirmación del principio de que todos son iguales 
ante la ley y con el propósito de garantizar su 
contribución a la defensa de la justicia. 

 Sr. Kryzhanivskyi (Ucrania) (habla en inglés): 
Para comenzar, mi delegación hace suya la declaración 
que ha formulado la representante de Finlandia en 
nombre de la Unión Europea. Permítaseme formular 
algunas observaciones adicionales. 

 Ucrania concede gran importancia a las 
actividades de la Corte Penal Internacional. Acogemos 
con satisfacción la ratificación del Estatuto de Roma 
por 102 Estados que representan a todas las regiones 
del mundo. 

 Ucrania apoya firmemente el planteamiento de 
que el funcionamiento eficaz de la Corte pondrá fin a 
la impunidad para aquellas personas que se refugian en 
el principio de la soberanía del Estado, puesto que el 
Estatuto de Roma confiere a la Corte jurisdicción sobre 
actos de genocidio, crímenes de guerra, crímenes de 
lesa humanidad y el crimen de agresión, sin tener en 
cuenta las fronteras nacionales. 

 Deseo poner de relieve cuán importante es para 
mi país que se elabore una definición acerca del crimen 
de agresión. El sistema de justicia penal internacional 
basado en el Estatuto de Roma estaría incompleto sin 
dicha definición. En ese sentido, deseo elogiar la 
contribución que ha realizado la delegación de 
Liechtenstein este año para la organización de una 
reunión en Princeton del Grupo Especial sobre el 
crimen de agresión en el Instituto Liechtenstein sobre 
la Libre Determinación. 

 Como firme defensor de una Corte Penal 
Internacional justa y eficaz, Ucrania firmó el Estatuto 
de Roma el 20 de enero de 2000. Al hacerlo, mi país 
dio el primer paso hacia la plena participación en ese 
instrumento. En Ucrania también se ha iniciado una 
intensa labor para desarrollar, y finalmente promulgar, 
legislación para su aplicación, que es el requisito 
previo necesario para la ratificación del Estatuto por el 
Parlamento. Sin embargo, durante la etapa de redacción 
de la ley surgió un debate acerca de si el Estatuto de 
Roma es acorde con la constitución de Ucrania. Las 
cuestiones pertinentes se presentaron ante el Tribunal 
Constitucional de Ucrania para que se pronunciara en 
última instancia. 

 El 12 de julio de 2001 el Tribunal Constitucional 
de Ucrania dio sus conclusiones, según las cuales el 
Estatuto de Roma era acorde con la Constitución de 
Ucrania, con la excepción de la disposición que figura 
en el párrafo 10 del preámbulo, en que se declara que 
“la Corte Penal Internacional establecida en virtud del 
presente Estatuto será complementaria de las 
jurisdicciones penales nacionales”. De conformidad 
con las conclusiones del Tribunal Constitucional, en 
Ucrania se adoptarán medidas adicionales destinadas a 
completar los procedimientos internos necesarios para 
la presentación del Estatuto de Roma ante la 
Verkhovna Rada —el Parlamento de Ucrania— para 
su ratificación. 

 Deseo manifestar que estamos convencidos de 
que la tarea de completar el proceso de ratificación y 
de promulgar la legislación para su aplicación se 
llevará a cabo con éxito en Ucrania. Comprendemos la 
necesidad de esas medidas para que contribuyan a 
poner fin a la impunidad de los peores crímenes del 
mundo, que han sido el peor azote que ha sufrido el 
siglo XXI. 

 Sra. Skaare (Noruega) (habla en inglés): 
Permítaseme que comience expresando que Noruega 
reconoce los progresos significativos que logró la 
Corte Penal Internacional en el año transcurrido. La 
Corte se está integrando, incluso en la práctica, en el 
sistema jurídico internacional y en el marco más amplio 
de las instituciones y relaciones internacionales. 
Noruega acoge con beneplácito el segundo informe 
anual (A/61/271) de la Corte ante la Asamblea General, 
en el cual se reflejan sus logros. Deseamos agradecer al 
Presidente de la Corte, Sr. Philippe Kirsch, su 
presentación. 

 Nos complace mucho tomar nota del 
fortalecimiento de la relación entre la Corte Penal 
Internacional y las Naciones Unidas. El Secretario 
General Kofi Annan dijo en una ocasión que no puede 
haber cura sin paz, no puede haber paz sin justicia, y 
no puede haber justicia sin respeto de los derechos 
humanos y del imperio del derecho. Noruega comparte 
plenamente esta opinión, y tiene la firme convicción de 
que la Corte Penal Internacional tiene una función 
fundamental que desempeñar en la administración de la 
justicia, como complemento de los sistemas jurídicos 
nacionales, con el fin de lograr la rendición de cuentas 
en los casos de genocidio, crímenes de lesa humanidad 
y crímenes de guerra. 
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 Al mismo tiempo, desde hace mucho tiempo se 
viene reconociendo que los esfuerzos para que se haga 
justicia en zonas afectadas por un conflicto armado 
pueden plantear desafíos particulares. Uno de esos 
retos que con mayor frecuencia ha sido debatido está 
relacionado con la conexión entre los esfuerzos de paz 
y los enjuiciamientos por delitos penales. Los 
esfuerzos para promover la cesación del fuego y los 
acuerdos de paz pueden generar dilemas, naturalmente. 
En ciertos casos, las personas que son fundamentales 
para el éxito de las conversaciones de paz incluso 
pueden haber cometido los crímenes más graves. A 
pesar de ello, con el propósito de poner fin al 
derramamiento de sangre y al conflicto armado, los 
mediadores pueden tener que pedir a todas las partes 
interesadas que se sienten juntos a la mesa y que 
negocien. 

 La creación de un sistema de justicia penal 
internacional no ha cambiado nada eso; ni tampoco 
constituye un obstáculo para el logro de la paz; ni 
tampoco necesitamos más pruebas empíricas de que la 
paz ha fracasado por la persistente situación de 
impunidad de las atrocidades masivas. 

 Tenemos suficiente experiencia en esa esfera. No 
necesitamos más datos empíricos para demostrar la 
necesidad de un orden jurídico internacional, incluida 
la justicia penal internacional. A su vez, poner fin al 
conflicto armado es crucial para el establecimiento de 
la justicia y la promoción de los derechos humanos y el 
desarrollo. Un derramamiento de sangre prolongado no 
redunda en beneficio de ninguna de las víctimas. En 
lugar de ello, genera más víctimas en una escala mayor. 

 Si bien desde hace mucho se ha reconocido que 
no hay paz duradera sin justicia, es igualmente difícil 
concebir una verdadera justicia en una sociedad en que 
no haya paz. Los dos objetivos, la paz y la justicia, 
sobre la base del respeto de los derechos humanos, 
están entre los propósitos fundamentales de las 
Naciones Unidas. Ambos se reconocen en el primer 
Artículo de la Carta. Aunque son distintos, están 
íntimamente relacionados. Y aunque puede ser difícil 
conseguirlos simultáneamente, debemos esforzarnos 
por lograrlos —de ser necesario, uno después del 
otro— entre otras cosas porque se apoyan y se 
refuerzan mutuamente. 

 Los gobiernos que están comprometidos con los 
objetivos de las Naciones Unidas y con la prosperidad 
de las poblaciones civiles deben comprender 

plenamente la relación entre derechos humanos, 
desarrollo y seguridad. 

 Facilitar el fin de los conflictos y contribuir a la 
paz duradera, incluso mediante una justicia verdadera, 
son retos exigentes para la comunidad internacional. 
Prohibir la impunidad para las atrocidades masivas y 
comunicar claramente a las sociedades asoladas por la 
guerra que se están tomando esas medidas son pasos 
necesarios. El nuevo sistema de justicia penal 
internacional hará comparecer ante la justicia a los 
responsables de atrocidades masivas cuando los 
sistemas judiciales nacionales no puedan o no deseen 
hacerlo. Este vigoroso mensaje goza de un amplio 
apoyo y fue reiterado recientemente por el Secretario 
General, quien dijo que: 

  “La justicia, especialmente la justicia de 
transición en las sociedades en situaciones de 
conflicto o posteriores a un conflicto, es un 
componente esencial de la paz. Ante cualquier 
presión en sentido contrario, la comunidad 
internacional debe asegurar que la justicia y la paz 
se consideren requisitos complementarios. En 
efecto, no debemos escoger nunca entre la justicia 
y la paz, ni siquiera en aquellos casos en que no sea 
posible perseguir ambos objetivos simultáneamente. 
Esto es particularmente importante porque 
seguimos manteniendo firmemente que no debe 
haber amnistía para los crímenes sancionados por el 
derecho internacional.” (A/61/1, párr. 109) 

Este mensaje poco a poco se está llevando a la práctica, 
mediante esfuerzos laboriosos a nivel nacional, 
mediante la cooperación internacional y, de ser 
necesario, mediante mecanismos internacionales como 
la Corte Penal Internacional, que genera obligaciones 
jurídicas para los Estados partes en el Estatuto. 

 En este sentido, Noruega espera que los Estados 
que tienen obligaciones jurídicas en virtud del Estatuto, 
o que han concertado acuerdos de cooperación con la 
Corte, acaten sus obligaciones y demuestren en la 
práctica su compromiso con la justicia. Los Estados 
tienen la responsabilidad de difundir y explicar a sus 
poblaciones la verdadera índole de la Corte y de su 
sistema. Se trata de un sistema que vela por la 
imparcialidad de las audiencias y por los derechos del 
acusado, salvaguardando al mismo tiempo los intereses 
de las víctimas, y que goza de un amplio apoyo de la 
comunidad internacional. 
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 Al mismo tiempo, la comunidad internacional, y, 
sobretodo, el Consejo de Seguridad en particular, 
conservan su responsabilidad de mantener la paz y la 
seguridad internacionales y en última instancia de 
apoyar eficazmente los esfuerzos de paz. Es importante 
que la Asamblea General, así como el Consejo de 
Seguridad, insistan en la importancia de velar por la 
justicia en su búsqueda de una paz duradera. Esos 
órganos deben tener plenamente en cuenta estas 
cuestiones al asumir sus responsabilidades. 

 A Noruega le complace observar que hoy más de 
uno de cada dos Estados Miembros de la Naciones 
Unidas son partes en el Estatuto de Roma. No es un 
logro menor que sólo cuatro años después del 
establecimiento de la Corte ésta cuente ya con más de 
100 Estados partes. Noruega espera sinceramente que 
este número siga aumentando al mismo ritmo y que 
logremos el objetivo de la adhesión universal. 

 Durante este último año la Corte ha adoptado 
medidas importantes en su funcionamiento judicial. La 
Corte inició sus primeras actuaciones contra un 
acusado, y la Sala de Apelaciones dictó su primera 
decisión sobre cuestiones de fondo. No obstante, como 
se recalca en el informe que tenemos ante nosotros y 
como ha señalado el Presidente de la Corte, ésta 
necesitará la cooperación de los Estados. Por ello 
Noruega insta a todos los Estados a que cooperen 
plenamente con ella. 

 Para concluir, quisiera reiterar el compromiso 
firme y de larga data de Noruega con la integridad del 
Estatuto de la Corte Penal Internacional, así como con 
una Corte eficaz, digna de crédito y responsable, que 
puede y debe gozar del más amplio apoyo posible de 
los Estados. Creemos que redunda en interés a largo 
plazo de las naciones, independientemente de su 
tamaño, su grupo regional o su orientación política, 
trabajar por el fortalecimiento del estado de derecho. 
Ello constituye no sólo la expresión de nuestro enfoque 
sistemático del logro de la paz y la reconciliación a 
largo plazo mediante la justicia sino que, además, en 
nuestra opinión, refleja una evaluación realista de las 
necesidades del mundo interdependiente de hoy. 

 Sr. Duarte (Brasil) (habla en inglés): Deseo 
comenzar dándole las gracias al Magistrado Philippe 
Kirsch, Presidente de la Corte Penal Internacional, por 
el informe que nos ha presentado el día de hoy y por 
sus observaciones sobre las actividades de la Corte y el 
lugar que ésta ocupa en el sistema de justicia 

internacional que está estableciéndose. También deseo 
encomiar al Presidente de la Asamblea de los Estados 
Partes, Sr. Bruno Stagno Ugarte, Ministro de Relaciones 
Exteriores de Costa Rica. Su papel de liderazgo ha sido 
esencial en un período en el que se debían adoptar 
decisiones importantes y delicadas. 

 El año pasado la Corte hizo públicas sus primeras 
cinco órdenes de detención. En marzo de 2006 fue 
entregada a su custodia la primera persona detenida en 
virtud de una orden expedida por la Corte. Se han 
tramitado actuaciones preliminares y apelaciones en 
anticipación de los enjuiciamientos que se iniciarán a 
fines de este año o a comienzos del año próximo. Esta 
actividad es una prueba de la vitalidad de la institución 
que ha llegado ahora a la etapa de pleno funcionamiento. 

 Las investigaciones de la Corte, llevadas a cabo 
por la Oficina del Fiscal, con el apoyo logístico de la 
Secretaría, siguen llevándose a cabo en la República 
Democrática del Congo, Uganda y el Chad. En el caso 
de la República Democrática del Congo, las 
investigaciones ya han dado lugar a la primera 
detención. Con respecto a Uganda, vale la pena destacar 
la importancia de la cooperación del Gobierno de ese 
país para lograr el éxito de las iniciativas. 

 Por lo que respecta a Darfur, en varias ocasiones 
el Brasil ha expresado la importancia que atribuye a la 
función de la justicia para establecer la paz y poner fin 
a la violencia en la región. Si bien lamentamos 
profundamente que la persistencia del conflicto haya 
impedido hasta ahora las investigaciones en el terreno, 
nos sentimos no obstante alentados por los incansables 
esfuerzos de la Oficina del Fiscal que ha estado al 
frente de las misiones realizadas en Jartum y en otros 
varios países. También nos alienta el hecho de que la 
Corte haya reanudado su presencia en el terreno en 
Darfur, que había estado interrumpida temporalmente. 
Reiteramos nuestro pleno apoyo a las investigaciones y 
continuaremos siguiendo con interés los informes que 
presente el Fiscal al Consejo de Seguridad en virtud de 
las disposiciones de la resolución 1593 (2005). 

 En vista de la compleja relación que existe entre 
las Naciones Unidas y la Corte Penal Internacional, el 
Brasil acoge con satisfacción la estrecha cooperación 
entre las dos instituciones y estima que deben seguir 
trabajando juntas para cumplir sus objetivos comunes. A 
ese respecto, tomamos nota con satisfacción del reciente 
Acuerdo de relación entre las Naciones Unidas y la 
Corte Penal Internacional, así como de la creación de la 
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oficina de enlace en Nueva York. Estamos seguros de 
que ese acuerdo fortalecerá las vías de contacto y 
cooperación entre la Corte y las Naciones Unidas. 

 Con las últimas ratificaciones —Saint Kitts y 
Nevis y las Comoras— actualmente el Estatuto de 
Roma cuenta con 102 Estados partes. Se trata de una 
clara demostración de que la comunidad internacional 
está cobrando cada vez más conciencia respecto de la 
necesidad de luchar en forma colectiva contra los 
crímenes de guerra, el genocidio y los crímenes de lesa 
humanidad. El establecimiento de la Corte introdujo un 
instrumento nuevo y decisivo para la defensa de los 
derechos humanos y la promoción de la justicia y el 
estado de derecho en beneficio de todos. Por una parte, 
la existencia de la Corte garantiza que los que han 
cometido crímenes graves definidos en el Estatuto de 
Roma ya no pueden seguir gozando de impunidad. Por 
otra parte, en las disposiciones del Estatuto se ofrecen 
garantías adecuadas y suficientes para hacer frente a 
todo abuso posible, y para que la Corte no se utilice en 
la consecución de objetivos políticos ilegítimos. 

  El Sr. Penjo (Bhután), Vicepresidente, ocupa la 
Presidencia.  

 

 La capacidad de la Corte Penal Internacional de 
cumplir con sus elevadas funciones depende del apoyo 
que reciba de los Estados. La Corte necesita el apoyo 
eficaz de todos los Estados partes, pero también de la 
comunidad internacional en su conjunto. Por lo tanto, 
alentamos a todos los Estados que aún no lo han hecho 
a que pasen a ser partes en el Estatuto de Roma para 
ratificarlo o adherirse a él, fortaleciendo de esa forma 
nuestro esfuerzo internacional común para afianzar los 
derechos humanos, la promoción de la justicia y el 
estado de derecho. 

 El Sr. Muchemi (Kenya) (habla en inglés): 
Permítaseme expresar la gratitud de mi delegación al 
Magistrado Philippe Kirsch, Presidente de la Corte 
Penal Internacional, por la forma competente en que ha 
dirigido las actividades de la Corte. Sobre la base del 
informe que nos ha presentado esta mañana 
(A/61/217), resulta evidente que la Corte ha realizado 
progresos considerables tanto en sus actividades 
administrativas como en su labor judicial. Deseamos 
sumarnos a la declaración formulada por el 
representante de Sudáfrica en nombre de los Estados 
africanos que son partes en el Estatuto de la Corte 
Penal Internacional. 

 Actualmente, la Corte Penal Internacional es una 
institución judicial que funciona plenamente, con una 
presencia establecida sobre el terreno. Ha realizado 
considerables progresos en las investigaciones en curso 
relativas a Uganda septentrional, la República 
Democrática del Congo y Darfur, en el Sudán. 
Acogemos con especial beneplácito los primeros arrestos 
relacionados con la República Democrática del Congo, y 
esperamos que el juicio inicial marque el ritmo de 
juicios ulteriores, y aumente la confianza en la Corte. 

 Deseamos subrayar que la cooperación de los 
Estados Miembros y otras organizaciones 
internacionales es un requisito previo para el éxito de 
la Corte. A ese respecto, nos sentimos gratificados de 
que, a lo largo del año transcurrido, la Corte haya 
creado un marco amplio para la cooperación 
institucional con las Naciones Unidas, así como con los 
Estados y las organizaciones regionales. Es evidente 
que los acuerdos de cooperación de la Corte con las 
Naciones Unidas han sido fundamentales para el éxito 
de las actividades de la Corte en todas las situaciones 
que investiga. Celebramos ese enfoque de la Corte e 
instamos a que se lleve a cabo una cooperación más 
firme y amplia con las Naciones Unidas, como se 
estipula en el Acuerdo de relación. 

 Tomamos también nota con gratitud de que la 
Unión Europea y el Gobierno de Austria, 
respectivamente, hayan celebrado acuerdos de 
cooperación con la Corte respecto de la asistencia 
judicial, los arrestos y el traslado de los acusados y la 
aceptación de las personas sentenciadas por la Corte. 
Sabemos que la Corte no posee su propia fuerza policial 
para ejecutar órdenes respecto de arrestos y traslados, ni 
tiene tampoco sus propias cárceles. Por ello, la 
cooperación de los Estados partes respecto de esos 
asuntos resulta fundamental para facilitar las 
operaciones de la Corte y contribuir al cumplimiento de 
su mandato. Instamos a la Corte a redoblar sus esfuerzos 
por concertar negociaciones sobre acuerdos de 
cooperación tanto con los Estados partes como con las 
organizaciones regionales. Teniendo en cuenta que todas 
las situaciones que actualmente se están investigando se 
encuentran en África, esperamos con interés una rápida 
concertación de un acuerdo de cooperación con la Unión 
Africana. 

 Encomiamos a la Corte por sus programas 
intensivos de divulgación en los ámbitos de las 
investigaciones actuales. Muy a menudo, las 
comunidades que han soportado los horribles crímenes 



A/61/PV.27  
 

06-56840 16 
 

que se encuentran dentro del marco de la competencia 
de la Corte casi no reconocen ni entienden el papel y la 
labor de la Corte. El programa de difusión contribuye a 
promover la aceptación de la Corte y a asistir a las 
víctimas en la defensa de sus derechos con arreglo al 
Estatuto. De esa forma, esperamos con interés recibir, 
este otoño, en la Asamblea de los Estados partes, una 
estrategia amplia sobre los programas de divulgación 
de la Corte. 

 Deseo formular ahora un breve comentario sobre 
las disposiciones del Estatuto de Roma relativas al 
principio de la complementariedad de la competencia 
de la Corte. La responsabilidad fundamental de 
procesar a los responsables del genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y los crímenes de guerra recae en la 
competencia nacional. La Corte asume la 
responsabilidad sólo cuando resulta evidente que el 
Estado interesado no puede o no está dispuesto a 
procesar esos crímenes. Entendemos que ese principio 
básico del Estatuto debe tener precedencia sobre otras 
consideraciones, y debe servir de base para las 
decisiones de la Corte mientras lleva a cabo 
investigaciones y cumple sus actuaciones. 

 De esa forma, instamos a que tenga lugar una 
colaboración y un diálogo intensos entre la Corte y los 
Estados de la competencia original. A ese respecto, es 
importante recordar que en la mayoría de las 
situaciones de genocidio, crímenes de guerra y 
crímenes de lesa humanidad, las víctimas han quedado 
expuestas tanto a períodos prolongados como a 
episodios de conflicto y, por ello, el centrarse en los 
procesos sin tener en cuenta la necesidad de una paz 
sostenible puede resultar contraproducente. La paz y la 
justicia no se excluyen mutuamente y deben abordarse 
de forma simultánea. 

 Deseo reafirmar el compromiso de mi Gobierno 
con la labor de la Corte Penal Internacional y prometer 
su continua cooperación con la Corte. En marzo de 
2005, ratificamos el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, y los procedimientos legislativos para 
incorporarlo en el ámbito local se encuentran en una 
etapa avanzada. Acogemos con satisfacción las 
recientes ratificaciones de Saint Kitts y Nevis y de la 
Unión de las Comoras. Alentamos a los Estados que 
aún no lo han ratificado a que lo hagan, con el fin de 
que el Estatuto sea universal. 

 Hacemos un llamamiento a todos los Estados 
Miembros de la Organización para que trabajen 

individual y colectivamente en pro del cumplimiento 
de los ideales del Estatuto de Roma, a fin de contribuir 
al respeto duradero y a la aplicación de la justicia penal 
internacional y de prevenir y luchar contra la 
impunidad respecto de los crímenes más graves de 
carácter internacional. 

 El Sr. Khair (Jordania) (habla en inglés): 
Permítaseme, en nombre de mi delegación, dar una 
cálida bienvenida al Presidente de la Corte, el 
Magistrado Philippe Kirsch, y darle las gracias por el 
informe que ha presentado ante la Asamblea General. 

 Hace dos años el Presidente de la Corte Penal 
Internacional y el Secretario General de las Naciones 
Unidas firmaron el Acuerdo de relación entre la Corte 
y la Organización. Desde entonces esa relación ha 
madurado y seguirá fortaleciéndose en la medida en 
que sigan aumentando las solicitudes que se hacen a la 
Corte. En ese contexto, mi delegación expresa su 
profunda gratitud al Secretario General Kofi Annan por 
el enorme apoyo que tanto él como la Organización 
han brindado a la Corte. Deseamos fervientemente que 
el sucesor del Sr. Annan siga sus pasos. El mundo no 
puede permitirse menos que eso. 

 Hoy, al examinar el más reciente informe anual 
de la Corte (A/61/217), somos conscientes del 
sufrimiento constante causado a las víctimas en 
muchas zonas de conflicto en todo el mundo a 
consecuencia del genocidio, los crímenes de guerra y 
los crímenes de lesa humanidad. Es ahora más 
importante que nunca que las Naciones Unidas 
coloquen a las víctimas y su sufrimiento en el centro de 
todas sus consideraciones. 

 Jordania acoge con beneplácito el informe 
presentado por la Corte a la Asamblea General, en el 
que se describen los principales acontecimientos 
relacionados con las actividades realizadas por la Corte 
durante el año transcurrido, incluida la emisión de las 
primeras órdenes de detención de la Corte y el primer 
enjuiciamiento de un acusado. Esos hechos marcan un 
hito en la historia de la Corte. Jordania aprecia los 
esfuerzos desplegados por la Fiscalía y encomia a la 
Corte por sus esfuerzos por realzar la comprensión y la 
conciencia de su función y sus actividades en relación 
con sus procedimientos y sus investigaciones entre la 
población local en las zonas afectadas.  

 Jordania toma nota con satisfacción de la primera 
versión del plan estratégico de la Corte, aprobado a 
comienzos de este año, y se siente complacida con los 
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importantes avances que se han registrado en las 
relaciones entre la Corte y las Naciones Unidas, en 
particular en los ámbitos del intercambio de 
información y la cooperación internacional. En este 
sentido, Jordania acoge con beneplácito la creación de 
la oficina de enlace de la Corte en Nueva York. 

 Jordania es plenamente consciente de las difíciles 
condiciones sobre el terreno en las que la Corte tiene 
que trabajar. Jordania insta a todos los Estados, a las 
organizaciones regionales pertinentes y a las 
operaciones de las Naciones Unidas a participar de 
manera positiva con la Corte, proporcionarle el apoyo 
necesario sobre el terreno y ayudarla a cumplir con su 
mandato brindándole la asistencia operacional 
necesaria. 

 Jordania reafirma su apoyo constante a la Corte 
pues cree firmemente en los propósitos de su creación. 
Jordania también cree que una Corte Penal 
Internacional funcional y eficaz, cuyo Estatuto se 
respete siempre, redunda en beneficio de todos los 
Estados.  

 Sr. Chávez (Perú): Deseo, ante todo, agradecer al 
Presidente de la Corte Penal Internacional su amplia y 
detallada presentación del informe sobre la labor de la 
Corte Penal Internacional durante el período 
comprendido entre el 1° de agosto de 2005 y el 1° de 
agosto de 2006 (A/61/217). Asimismo, deseo reiterar el 
compromiso del Perú de contribuir a que la Corte Penal 
Internacional cumpla eficazmente su mandato y de 
promover la integridad de su Estatuto. 

 La adopción del Estatuto de Roma marcó un 
momento histórico. La comunidad internacional 
decidió no tolerar la impunidad frente a crímenes que 
constituyen el mayor agravio al ser humano: el 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra. La Corte Penal Internacional fue 
así concebida no sólo como una herramienta efectiva 
para que los autores de esos crímenes fueran 
sancionados, sino también para que sirva como 
elemento de prevención y disuasión en la comisión de 
tales atrocidades. 

 Lo que antes era un anhelo es hoy una realidad en 
marcha. Contamos con una Corte Penal Internacional 
plenamente en funciones que viene cumpliendo con las 
altas responsabilidades encomendadas y que, de esa 
manera, coadyuva al logro de los propósitos de las 
Naciones Unidas, en particular el respeto de los 

derechos humanos y el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales. 

 Entre los hechos más notables en el período que 
es materia del informe podemos mencionar la emisión 
de las primeras órdenes de detención, el inicio de las 
primeras actuaciones contra un acusado y los avances 
en las investigaciones respecto de las situaciones bajo 
consideración de la Fiscalía. 

 Con respecto a las primeras actuaciones contra un 
acusado, el Perú se complace, de manera particular, de 
haber participado, en su calidad de Presidente del 
Comité del Consejo de Seguridad establecido en virtud 
de la resolución 1533 (2004), relativa a la República 
Democrática del Congo, en el proceso que llevó al 
levantamiento de la prohibición de viaje impuesta en 
contra de Thomas Lubanga Dyilo para su entrega a la 
Corte. Como lo demuestra el caso antes mencionado, 
para cumplir sus funciones es indispensable que la 
Corte Penal Internacional reciba el apoyo y la 
cooperación de los Estados, organizaciones 
internacionales, organizaciones no gubernamentales y 
la sociedad en general. 

 Los avances realizados durante el último año en 
materia de investigaciones y trámites judiciales se 
deben a la cooperación y asistencia efectivamente 
recibidas. Aquellos asuntos, respecto de los cuales 
persisten enormes retos, se caracterizan por una 
necesidad de mayor cooperación y asistencia. Por 
ejemplo, hasta la fecha ninguno de los miembros del 
Ejército de Resistencia del Señor, acusados de haber 
cometido crímenes de lesa humanidad y crímenes de 
guerra, han sido detenidos o entregados a la Corte. Esta 
es una situación que el Perú lamenta. Por ello, el Perú 
también exhorta a todos los Estados, y en particular al 
Consejo de Seguridad, a colaborar para que las órdenes 
de detención se hagan efectivas y a apoyar a la Fiscalía 
en la encomiable labor que realiza en la búsqueda de la 
justicia y la lucha contra la impunidad, particularmente 
en las situaciones en Uganda y en la República 
Democrática del Congo, así como en la situación en 
Darfur, remitida por el Consejo de Seguridad mediante 
su resolución 1593 (2005). Respecto de esta última 
situación, es preciso recordar que el Fiscal ha 
manifestado que la cooperación del Gobierno del 
Sudán es vital y que la asistencia de las organizaciones 
con una presencia significativa en el terreno continúa 
siendo esencial. 
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 Las investigaciones que la fiscalía realiza en el 
terreno enfrentan, como lo ha indicado el Presidente en 
su presentación, problemas de seguridad, tanto para el 
personal de la Corte como para los testigos y las 
víctimas. Por ello es de suma importancia la 
colaboración de los Estados y la que debe darse entre 
la Corte y las Naciones Unidas en el marco del 
Acuerdo de relación suscrito entre ambas. La 
cooperación y asistencia prestadas por misiones y 
organismos del sistema de las Naciones Unidas, de las 
que da cuenta el informe, son bienvenidas. No 
obstante, deben continuar incrementándose debido a 
que sin este esencial apoyo en el terreno el trabajo de 
la Corte, y en particular el trabajo de la Fiscalía, será 
aún más difícil, o prácticamente imposible. Estamos 
seguros de que con el establecimiento de la oficina de 
enlace en Nueva York la cooperación operacional con 
las Naciones Unidas se estrechará. 

 La asistencia que presta la Corte Penal 
Internacional al Tribunal Especial para Sierra Leona 
para el enjuiciamiento del ex presidente de Liberia, 
Charles Taylor, y a la Comisión Internacional 
Independiente de Investigación en la persona de su 
Fiscal Adjunto, son muestra de la sustantiva 
contribución de la Corte Penal Internacional a un 
sistema más amplio de promoción de la justicia penal 
internacional. La Corte no sólo procesa a los presuntos 
responsables de los más horrendos crímenes y sirve 
como elemento de prevención y disuasión sino que, 
además, coopera con otras instituciones orientadas al 
logro de similares objetivos, promoviendo así un 
sistema internacional donde prima el respeto al estado 
de derecho. 

 Sra. Mladineo (Croacia) (habla en inglés): Con 
gran placer damos la bienvenida a la Asamblea General 
al Magistrado Philippe Kirsch, Presidente de la Corte 
Penal Internacional, a quien le damos las gracias por la 
presentación de su informe anual. 

 Hoy puede parecer casi natural que nuestro 
debate sobre la labor de la Corte Penal Internacional 
deba seguir a aquellos debates que se realizan en torno 
a la labor del Tribunal Penal Internacional para la ex 
Yugoslavia y del Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda. Una Corte Penal universal parece ser una 
extensión lógica de la adjudicación ad hoc; basada en 
esa experiencia, consolida y hace progresar el legado 
del derecho penal internacional.  

 Además, la jurisdicción ex ante tiene un poderoso 
efecto disuasorio. 

 Croacia hace plenamente suya la declaración 
formulada por la representante de Finlandia en nombre 
de la Unión Europea. Sin que sea mi intención 
explicarlos de otra manera, quiero referirme brevemente 
a algunos aspectos. 

 Con los primeros juicios que se iniciarán en 
breve, la Corte comprobará cuál es la realidad. Como 
la Corte no tiene atribuciones de ejecución de sus 
propias sentencias, el apoyo y la cooperación que 
brindamos para su establecimiento hace cuatro años 
resulta ahora incluso más fundamental. Nosotros, los 
Estados partes, somos la rama ejecutiva que le hace 
falta. Tal responsabilidad tiene muchas facetas y no 
recae solamente en los países afectados por las 
investigaciones. Los acuerdos sobre la reubicación 
pueden ser un ejemplo, al igual que los acuerdos sobre 
el cumplimiento de condenas donde la cobertura 
regional es importante, como lo indica la experiencia 
reciente del Tribunal Internacional para la ex 
Yugoslavia. 

 Al analizar la interrelación entre la paz y la 
justicia, hay quienes se inclinarían a cuestionar el 
efecto de la Corte Penal Internacional. Sin embargo, 
estamos convencidos de que la paz y la justicia no son 
dos categorías opuestas. La justicia es un requisito 
indispensable para una paz duradera. Identificar la 
responsabilidad penal individual puede tener una 
importancia trascendental para la reconstrucción de la 
identidad nacional en las sociedades afectadas por los 
conflictos. Esperamos que esas reflexiones hallen 
resonancia en la labor de otros órganos encargados de 
las situaciones posteriores a los conflictos, incluida la 
Comisión de Consolidación de la Paz. 

 Aunque la Corte está en sus primeros años ya ha 
surtido efecto en las relaciones internacionales. 
Reconocemos que su función y sus propósitos todavía 
son vistos con cierto escepticismo. Lo mejor para 
disipar esa duda es observar a la Corte en acción. 
Opinamos que sus actividades hasta el momento dan fe 
de su seriedad, transparencia y alta calidad. 

 En consecuencia, permítaseme reafirmar nuestro 
convencimiento de que la mejor manera de garantizar 
el éxito de la Corte Penal Internacional es con una 
participación universal. Alentamos a los países que aún 
no lo hayan hecho a pasar a ser partes en el Estatuto de 
Roma. 
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 Sr. Kruljević (Serbia) (habla en inglés): Deseo 
dar las gracias al Magistrado Philippe Kirsch, 
Presidente de la Corte Penal Internacional, por haber 
presentado hoy el informe de la Corte (A/61/217). La 
República de Serbia hace plenamente suya la 
declaración formulada esta mañana por la representante 
de Finlandia en nombre de la Unión Europea. 

 La República de Serbia sostiene que el 
establecimiento de la Corte Penal Internacional es uno 
de los acontecimientos más trascendentales en el 
desarrollo del derecho internacional. Por lo tanto, 
reviste una importancia crucial que los Estados partes 
en el Estatuto de Roma demuestren su pleno 
compromiso de defender los principios del derecho 
internacional humanitario y el mantenimiento de la paz 
y la seguridad mundiales mediante una cooperación 
cabal e incondicional con la Corte y una aplicación 
efectiva de las disposiciones de su Estatuto. 

 Además, hacemos una exhortación a los Estados 
para que sigan apoyando la ratificación universal del 
Estatuto de Roma y continúen impulsándola. Acogemos 
el informe de la Corte Penal Internacional como un 
testimonio del avance en la búsqueda constante de un 
mundo basado en la justicia y la responsabilidad. El 
primer arresto por orden de la Corte, así como las 
activas investigaciones, los procesos preliminares a los 
juicios y las apelaciones, demuestran que la Corte se ha 
convertido en una institución judicial que funciona a 
plenitud. 

 Nos complace también que haya una mayor 
coordinación entre la Oficina de la Secretaría y la 
Oficina del Fiscal. Los primeros procesos ya 
constituyen un hito decisivo en la historia de la Corte. 
Su avance afianzará en última instancia su posición 
como garante de los valores más fundamentales que 
todos compartimos y como pilar de un orden 
internacional basado en el estado de derecho. 

 Habida cuenta de que el éxito de la Corte Penal 
Internacional depende en gran medida del apoyo de los 
Estados Miembros, todavía se requiere una colaboración 
más amplia con las instituciones multilaterales 
mundiales, principalmente las Naciones Unidas, 
Organización fundada en los mismos nobles principios, 
en particular el mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales. Ello prueba sin lugar a dudas la 
necesidad de una plena aplicación del Acuerdo de 
relación entre las dos instituciones. Teniendo presente 
lo anterior, consideramos que el establecimiento de la 

oficina de enlace de la Corte Penal Internacional en 
Nueva York constituye una medida significativa. 

 La República de Serbia, por haber sido uno de los 
fundadores de la Corte Penal Internacional y habiendo 
vivido los trágicos acontecimientos en los Balcanes, 
hará todo lo posible para respetar sus obligaciones 
internacionales en virtud del Estatuto de Roma a fin de 
garantizar que todas las medidas de carácter jurídico de 
la Corte sean cumplidas a cabalidad en los sistemas 
jurídicos nacionales. Ese proceso ha sido continuo 
merced a las disposiciones pertinentes de la antigua 
Carta Constitucional y las enmiendas a la legislación 
nacional incorporadas plenamente en el texto de la 
nueva Constitución de Serbia. 

 Al cooperar con el Tribunal Internacional para la 
ex Yugoslavia, el Tribunal de Distrito de Belgrado y su 
Sala de Crímenes de Guerra, al igual que la Oficina del 
Fiscal de Crímenes de Guerra de ese Tribunal, han 
demostrado su competencia profesional y judicial para 
procesar las causas más complejas ateniéndose a las 
normas internacionales de justicia prevalecientes. 
Además, el Tribunal de Distrito de Belgrado ha 
expresado su disposición a ayudar a establecer una 
base de datos de la Corte Penal Internacional con la 
recopilación de todas las decisiones y los casos 
nacionales judiciales relacionados con el derecho penal 
internacional sustantivo, a saber, los crímenes de 
genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra. 

 Además del hecho de que la República de Serbia 
fue una de las primeras en ratificar el Estatuto de 
Roma, me complace recordar las actividades que mi 
país ha emprendido a fin de facilitar la labor de la 
Corte. Serbia fue uno de los primeros países en 
ratificar el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de 
la Corte Penal Internacional. Además, estamos 
negociando un convenio sobre el cumplimiento de 
condenas en Serbia de las personas a las que la Corte 
haya sentenciado. Asimismo, se ha planteado una 
iniciativa para concertar un acuerdo de protección y 
reubicación de testigos. 

 Con respecto a esta última iniciativa, deseo 
señalar que el Parlamento serbio aprobó hace poco un 
nuevo código penal cuyas disposiciones cumplen a la 
perfección con las normas de protección de testigos. 

 Permítaseme señalar también que Serbia ha 
apoyado vigorosamente la creación del Fondo 
Fiduciario para las Víctimas y espera con sumo interés 
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que empiece a funcionar, habiendo asignado ya en su 
presupuesto los medios financieros para apoyar al 
Fondo. 

 Mi país respalda el fortalecimiento de la 
capacidad institucional y las actividades de la Corte 
Penal Internacional y seguirá haciéndolo, tanto en su 
calidad de Estado parte en el Estatuto de Roma como 
de miembro de la Mesa de la Asamblea de los Estados 
Partes, en la cual estamos participando ahora en 
nuestro segundo mandato. A estas alturas, deseo 
reiterar nuestra convicción de que la única manera de 
ampliar la capacidad de la Corte Penal Internacional 
con miras a fomentar su aceptación universal es 
fortaleciendo la cooperación y el apoyo de todos los 
Estados partes en el Estatuto de Roma, así como de 
todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas. 

 Sra. Rivero (Uruguay): Tengo el honor de 
intervenir en nombre del Uruguay en relación al 
informe (A/61/217) que el Presidente de la Corte Penal 
Internacional ha presentado esta mañana a la Asamblea 
acerca de las actividades, las actuaciones y las 
investigaciones que la Corte ha llevado a cabo en este 
último período. 

 Nos sentimos muy complacidos de tomar 
conocimiento de los avances en las diferentes áreas que 
la Corte Penal Internacional ha sabido consolidar. El 
Uruguay apoyó desde el comienzo el establecimiento 
de la Corte y se constituyó en Estado parte del Estatuto de 
Roma, con la firme convicción de que era indispensable 
la creación de un órgano que complementara la actuación 
de los Estados, fortaleciendo así la justicia penal 
internacional. 

 Es por eso que vemos con satisfacción que cada 
vez son más los Estados que vislumbran la importancia 
que tiene para el derecho internacional incrementar los 
lazos de cooperación y asistencia, que a la vez nos 
permiten reafirmar los propósitos y principios de la 
Carta de las Naciones Unidas y muy especialmente 
promover la justicia, que constituye un elemento 
sustancial para la preservación de una paz duradera. 

 Por la misma razón consideramos muy 
gratificante el hecho de que la Corte se esté ocupando 
de situaciones que le han sido remitidas, no únicamente 
por Estados partes en el Estatuto, sino también por el 
Consejo de Seguridad y aún a petición de un Estado no 
parte. Ello también demuestra que la trascendencia de 
la lucha contra la impunidad es cada vez más percibida 

como un paso indispensable para la realización de la 
convivencia pacífica entre los hombres. 

 En ese sentido, estimamos muy importante la 
continuidad de las actividades que propenden a la 
difusión, comprensión y concienciación de la función 
de la Corte porque coadyuvará a que su labor sea cada 
vez más eficaz. Aunque la cooperación con las Naciones 
Unidas es ya una realidad concreta e irreversible, nos 
sentimos muy alentados con la reciente concreción de la 
instalación de la oficina de enlace de la Corte que nos 
permitirá un seguimiento más continuo de sus trabajos y 
esperamos también aumentar nuestra colaboración. 

 Me siento muy orgullosa de poder trasmitir 
buenas noticias acerca del cumplimiento por parte de 
mi país de algunas de las tareas que esta Asamblea 
General encomendó a los Estados partes en su 
resolución 60/29 el 23 de noviembre de 2005. Como 
todos sabemos, si es muy importante tener buenos 
propósitos, tan o más importante aún es cumplirlos. 
Por eso es que el Uruguay ha aprobado muy 
recientemente, en el pasado mes de septiembre, dos 
leyes que le permitirán cumplir a cabalidad con las 
obligaciones prescriptas por el Estatuto de Roma y dar 
a la Corte Penal Internacional su plena cooperación. 

 La primera ley aprobó el acuerdo sobre los 
privilegios e inmunidades de la Corte Penal 
Internacional, lo que no dudamos nos permitirá 
contribuir al objetivo de facilitar el desempeño de sus 
funciones. La segunda, que surgió a iniciativa de la 
Cámara de Senadores del Parlamento uruguayo, y que 
contó con la unanimidad de las dos cámaras, aprobó 
una ley que se titula: “Genocidio, crímenes de lesa 
humanidad, crímenes de guerra y cooperación con la 
Corte Penal Internacional”. Esta ley, que permitirá 
implementar en el orden jurídico interno uruguayo el 
Estatuto de Roma, nos da también la oportunidad, a 
nivel nacional, de consolidar, no sólo en el ámbito 
jurídico, sino también de hecho, los principios 
esenciales de la convivencia social sobre la vigencia 
integral de los derechos humanos, contribuyendo a 
cerrar con un buen ejemplo para el futuro, una etapa 
histórica dolorosa para nuestro país. 

 Me permito destacar también que esta ley ha 
previsto un capítulo especial —parte III— que regula 
la cooperación y la relación del Uruguay con la Corte 
Penal Internacional, y que entre otros aspectos 
importantes prevé, que tanto el poder ejecutivo como el 
poder judicial podrán solicitar la cooperación de la 
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Corte para una investigación o proceso penal que se 
siga en nuestro país, de acuerdo a lo previsto por el 
artículo 93, párrafo 10, del Estatuto de Roma. 

 Consideramos entonces que estamos en el buen 
camino, en el del cumplimiento de los compromisos 
asumidos. Deseamos que ello sea además de un 
beneficio directo para nuestro pueblo, también una 
contribución para la comunidad internacional. 

 Sr. Sealy (Trinidad y Tabago) (habla en inglés): 
Trinidad y Tabago acoge con satisfacción el segundo 
informe (A/61/217) de la Corte Penal Internacional, 
presentado en cumplimiento del acuerdo entre la Corte 
y las Naciones Unidas. Trinidad y Tabago también 
desea hacer suya la declaración formulada por el 
representante de San Vicente y las Granadinas en 
nombre de los miembros de la Comunidad el Caribe 
(CARICOM), que son Estados partes en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional. 

 Durante el año transcurrido, la Corte Penal 
Internacional ha demostrado que la confianza 
depositada en ella por los miembros de la comunidad 
internacional como institución penal permanente para 
la lucha contra la impunidad y símbolo de esperanza 
para las víctimas en busca de justicia contra los 
culpables de crímenes que impactan la conciencia de 
toda la humanidad ha sido acertada. En el período 
relativamente corto desde la entrada en vigor del 
Estatuto de Roma y la elección de su primer grupo de 
magistrados, la Corte Penal Internacional no sólo ha 
comenzado la investigación de las atrocidades 
cometidas contra las desafortunadas víctimas de los 
crímenes dentro de su jurisdicción en la República 
Democrática del Congo, Uganda, y la región de Darfur 
en el Sudán, sino que también ha logrado recibir y 
comenzar las actuaciones penales contra un acusado. 

 Trinidad y Tabago considera que estos avances no 
sólo representan importantes hitos en la promoción y la 
aplicación del estado de derecho, sino que también 
constituyen importantes pilares para tender puentes en 
materia del mantenimiento de la paz y la seguridad 
internacionales. Sin embargo, somos conscientes de 
que estos avances, si bien son importantes, sólo han 
sido posibles gracias a la cooperación entre la Corte y 
los Estados que han remitido causas, las Naciones 
Unidas, los Estados partes y las organizaciones no 
gubernamentales. 

 En ese sentido, tomamos nota con agradecimiento 
de los acuerdos de cooperación en los que se ha 

involucrado la Corte con el Gobierno de Austria, la 
Unión Europea y el Comité Internacional de la Cruz 
Roja y los que concluirán en el futuro cercano con la 
Unión Africana y la Organización Consultiva Jurídica 
Asiático-Africana. La Corte sólo podrá reunir pruebas, 
proporcionar apoyo logístico para las operaciones 
sobre el terreno, llevar a cabo la detención y rendición 
de los acusados y aplicar las sentencias mediante esos 
acuerdos de cooperación. Sin la conclusión con éxito 
de estos requisitos de procedimiento, la Corte no podrá 
llevar a cabo su mandato de manera eficaz y por lo 
tanto contribuir a poner fin a la impunidad. 

 Trinidad y Tabago aplaude los esfuerzos realizados 
por la Corte mediante su programa de difusión para 
fomentar una mayor toma de conciencia y entendimiento 
de su labor entre las comunidades cuyas situaciones le 
han sido remitidas por los Estados o por el Consejo de 
Seguridad. Sin embargo, reconocemos que la adhesión 
universal al Estatuto de Roma es un componente 
fundamental en la lucha contra la impunidad 
dondequiera que suceda y por lo tanto instamos a los 
Estados partes y a otros a que asistan a la Corte 
colaborando en actividades de difusión destinadas a 
promover el aumento de la ratificación y la adhesión al 
Estatuto. 

 En ese sentido, Trinidad y Tabago continúa 
trabajando con la comunidad de las organizaciones no 
gubernamentales y la secretaría de la CARICOM para 
promover la ratificación y la adhesión en la región del 
Caribe y acoge con satisfacción la reciente adhesión al 
Estatuto del Gobierno de Saint Kitts y Nevis. 

 El compromiso de Trinidad y Tabago con el 
Estatuto de Roma es de larga data. En ese contexto, ha 
entrado en vigor recientemente una legislación amplia 
a nivel interno que hace plenamente efectivo a nivel 
nacional el Estatuto de Roma. 

 En marzo de este año, seis magistrados 
comenzaron sus mandatos por un período de nueve 
años. Ello fue el resultado de un proceso electoral 
transparente que dio lugar a la reelección de cinco 
magistrados y a la elección como nuevo miembro de la 
Corte de una mujer, la Profesora Ekaterina Trendafilova 
de Bulgaria. También deseamos aprovechar esta 
oportunidad para rendir homenaje al Magistrado Neroni 
Slade de Samoa por sus importantes contribuciones a la 
labor inicial de la Corte. 

 También hemos sido testigos de la creación de la 
nueva oficina de enlace de Nueva York en un esfuerzo 
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por asistir a la Corte Penal Internacional en materia de 
cooperación con las Naciones Unidas. Consideramos 
que el establecimiento de esa oficina brinda otra 
oportunidad a la Corte para que goce de mayor 
visibilidad en la comunidad internacional al estar 
representada aquí en Nueva York, lo cual esperamos 
resulte en su aceptación universal. Lo mismo se podría 
decir de la decisión de la Asamblea de los Estados 
Partes de celebrar la reanudación de sus períodos de 
sesiones quinto y sexto en Nueva York en el año 2007.  

 El informe de la Corte Penal Internacional llega 
en un momento en el que la comunidad internacional 
aún no ha sido capaz de alcanzar la paz y la seguridad 
internacionales y el respeto por el derecho internacional, 
sobre todo por las normas internacionales de derechos 
humanos, estipulados por los fundadores de las 
Naciones Unidas. Pese al, en ocasiones, aparentemente 
inalcanzable esfuerzo por lograr los objetivos 
mencionados con anterioridad, Trinidad y Tabago cree 
firmemente que la Corte Penal Internacional representa 
una esperanza para toda la humanidad. 

 Aunque la Corte Penal Internacional no participa 
directamente en el enjuiciamiento de los acusados ante 
el Tribunal Penal Internacional para Rwanda ni ante el 
Tribunal Especial para Sierra Leona, la Corte brinda un 
importante apoyo a esos tribunales. El nivel de apoyo 
trasciende la mera cooperación en un sistema de 
justicia penal internacional naciente. Además, obedece 
al reconocimiento cada vez mayor de la Corte Penal 
Internacional como tribunal verdaderamente especial 
no sólo por su carácter permanente como órgano 
encargado de enjuiciar y castigar a los autores de 
delitos en su jurisdicción y socorrer a las víctimas 
mediante indemnizaciones y otras formas de asistencia, 
sino también por sus distinguidos magistrados, fiscales, 
secretarios y personal de servicios generales, quienes 
siguen afrontando los desafíos cotidianos que aquejan a 
esta nueva institución, establecida por todos nosotros, 
personas de conciencia, que nos atrevimos a declarar 
que los autores de crímenes de lesa humanidad y otros 
delitos atroces no pueden quedar impunes. 

 Sr. Shinyo (Japón) (habla en inglés): Deseo 
agradecer al Magistrado Philippe Kirsch su informe 
exhaustivo sobre la labor más reciente de la Corte 
Penal Internacional y celebrar el progreso notable 
alcanzado por el Tribunal en sus actuaciones 
investigativas y judiciales durante el año transcurrido. 

 La Corte Penal Internacional representa la 
culminación de los esfuerzos realizados por la 
comunidad internacional después de la segunda guerra 
mundial para crear un tribunal internacional 
permanente en materia de justicia penal. El Japón 
concede gran importancia a este empeño. El Japón 
siempre apoyó la creación de la Corte Penal 
Internacional, participando activamente en las sesiones 
relacionadas con la Corte, incluida la Conferencia 
Diplomática de Roma, celebrada en 1998, en la que se 
aprobó el Estatuto por el cual se creó la Corte. Si bien 
el Japón todavía no se ha adherido al Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, reconoce plenamente la 
importancia de convertirse en Estado parte para poder 
apoyar de manera eficaz a la Corte, con el objetivo de 
erradicar y prevenir los delitos más graves, y fortalecer 
de este modo el estado de derecho en la comunidad 
internacional.  

 El Gobierno del Japón redobla sus esfuerzos para 
preparar su adhesión al Estatuto. La adhesión del Japón 
entrañará una considerable obligación financiera en la 
forma de una cuota anual, lo que exige una cuidadosa 
evaluación en el contexto de los serios déficit fiscales 
del Japón. En ese sentido, consideramos que los 
principios en los que se basa la escala de cuotas de las 
Naciones Unidas, incluida la cuota máxima, el tope, 
deberían aplicarse a la escala de cuotas de los Estados 
partes en la Corte Penal Internacional. Esta postura se 
basa en la interpretación directa del Estatuto de Roma 
y otras leyes pertinentes. Sin la confirmación de esta 
interpretación, sería casi imposible que el Japón se 
adhiera al Estatuto de Roma puesto que no podría 
reunir el apoyo público necesario. El Japón insta a los 
Estados partes en la Corte Penal Internacional a que 
confirmen esa interpretación en la próxima Asamblea 
de los Estados partes. 

 El Japón espera que la Corte Penal Internacional 
siga trabajando con diligencia para lograr la 
erradicación de la cultura de la impunidad y aumentar 
su buena reputación como única Corte Penal 
Internacional permanente en el mundo. 

 Sr. Kanu (Sierra Leona) (habla en inglés): Sierra 
Leona hace suya la declaración formulada por el 
Representante de Sudáfrica, en nombre de los Estados 
africanos partes en el Estatuto de Roma. Sin embargo, 
deseamos formular los siguientes comentarios, desde 
nuestra perspectiva nacional. 
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 El segundo informe de la Corte Penal 
Internacional a la Asamblea (A/61/217) se presenta 
ocho años después de la aprobación del Estatuto de 
Roma por un elevado número de Estados, entre ellos 
mi país, Sierra Leona. Para ser precisos, 102 Estados 
miembros han ratificado el Estatuto. la Corte Penal 
Internacional ha avanzado mucho desde Roma. Por 
consiguiente, deseo en este momento dar las gracias al 
Presidente de la Corte Penal Internacional, Magistrado 
Philippe Kirsch, por su informe y por la manera en que 
ha dirigido los asuntos de la Corte. 

 Si bien la fase judicial de la Corte ha comenzado 
de verdad, aún queda mucho por hacer. A pesar de ello, 
damos las gracias al Fiscal y a su eficiente equipo por 
haber realizado una excelente labor en circunstancias 
sumamente difíciles. Al respecto, consideramos que la 
irrestricta cooperación de los Estados, sobre todo en las 
zonas donde se realizan las investigaciones, es esencial 
para la labor de la Corte. En ese sentido, las 
organizaciones regionales como la Unión Africana 
pueden desempeñar un papel importante para 
garantizar la cooperación de los Estados en las zonas 
afectadas. Esa cooperación aumentará la capacidad de 
la Corte para llevar ante la justicia a los autores de 
delitos atroces que remuerden la conciencia de la 
humanidad. Deseamos agradecer a la Unión Africana la 
cooperación y asistencia que ha brindado a la Corte. 

 Es necesaria la constante colaboración entre las 
Naciones Unidas y la Corte. Las Naciones Unidas son 
una Organización universal. La cooperación y el apoyo 
de las Naciones Unidas son esenciales si es que se 
quiere que la Corte Penal Internacional sea una 
institución eficaz de la justicia penal internacional. La 
ratificación universal del Estatuto es muy necesaria. 
Por consiguiente, instamos a todos nuestros amigos que 
no han firmado o ratificado el Estatuto a que lo hagan 
cuanto antes. 

 Podemos constatar que la Corte, bajo la dirección 
del Presidente Kirsch, tiene una visión de la posición 
que desea ocupar en el futuro por el bien de la 
humanidad. Sin embargo, es triste observar que la 
Corte sigue teniendo detractores. Esperamos y 
confiamos en que los indicios de un cambio de actitud 
hacia la Corte, que estamos presenciando ahora, a la 
larga, conduzcan a la participación universal o casi 
universal en el Estatuto. 

 Deseo ahora reiterar algunos comentarios que 
nosotros como Estados miembros africanos hicimos en 

el debate de este tema el año pasado al examinar la 
visión estratégica de la Corte. 

 En primer lugar, deseamos ver pruebas de que la 
Corte está adoptando una estrategia basada en recursos 
y no basada en la demanda. Deseamos que la Corte 
aborde esa preocupación. En segundo lugar, 
expresamos la opinión de que no sólo debe hacerse 
justicia, sino que se debe ver que se hace justicia. 
Preferimos que se celebren audiencias en la región y, 
cuando sea posible, en el país donde los delitos son 
cometidos. El Tribunal Especial para Sierra Leona es 
un ejemplo elocuente de ello. En ese sentido, acogemos 
con satisfacción la declaración de que la Corte, cuando 
sea posible, tratará de celebrar los juicios en los países 
o regiones donde los delitos son cometidos. Es muy 
grato saber eso. 

 Al hablar del Tribunal Especial para Sierra Leona 
durante este debate sobre el informe de la Corte Penal 
Internacional, permítaseme apartarme del tema y hacer 
un llamamiento a esta Asamblea, en nombre del 
Tribunal Especial. El Tribunal Especial se encuentra ya 
en una fase decisiva de su funcionamiento, el juicio de 
Charles Taylor comenzará el próximo año, pero 
necesita fondos. Por consiguiente, deseo aprovechar 
esta tribuna para solicitar a la comunidad internacional 
que respalde generosamente al Tribunal Especial para 
Sierra Leona. El éxito de la Corte es esencial para la 
consolidación del proceso de paz en Sierra Leona. 
Deseamos agradecer a la Corte y a su Presidente la 
cooperación y asistencia que han brindando al Tribunal 
Especial para Sierra Leona. Esa cooperación y apoyo 
son muy importantes para la estabilidad regional. 

 Volviendo a la Corte Penal Internacional, mi 
delegación insta al Fiscal a que persiga sin tregua a los 
que han sido acusados. Anteriormente, un orador se 
refirió a la situación en Uganda. 

 Además, los Estados donde se ocultan los autores 
de los delitos deben demostrar su voluntad política y su 
compromiso de trasladarlos a la Corte. En ese sentido, 
nos complace la labor de divulgación que ha realizado 
la Corte. Instamos a esa institución a emprender un 
programa de divulgación amplio cuyo propósito 
declarado sea explicar en qué consiste la Corte Penal 
Internacional, qué se esfuerza por lograr y qué delitos 
le competen. Debe quedar perfectamente demostrado 
que la Corte realmente es internacional y que no 
pertenece a ninguna región ni pueblo específico. 
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 Por último, quisiera pedir una vez más a todos los 
Estados que ayuden a la Corte porque de ello depende, 
en gran medida, la capacidad de ésta de cumplir con su 
mandato. Además, el Fondo Fiduciario en beneficio de 
las víctimas ya está prácticamente operativo. La Corte 
Penal Internacional es el primer tribunal internacional 
que da reconocimiento a las víctimas de crímenes 
atroces, y el Fondo Fiduciario es una forma práctica de 
demostrar ese reconocimiento. Lamento decir que no 
creíamos que el Tribunal Especial estuviera en 
condiciones de hacer lo mismo. 

 Quisiera concluir diciendo que no hay paz sin 
justicia, y que la Corte Penal Internacional es un 
símbolo de esa máxima. 

 Sr. Mukongo Ngay (República Democrática del 
Congo) (habla en francés): Quisiera empezar 
confirmando la adhesión de mi delegación a la 
declaración que acaba de formular el representante de 
Sudáfrica en nombre de los Estados partes en el 
Estatuto de Roma que son miembros del Grupo de 
Estados de África. 

 Pese al posible éxito de las operaciones 
electorales que se están realizando en mi país, el 
desafío de la normalización de la vida democrática en 
la República Democrática del Congo será una simple 
ilusión si, en el paso de la guerra a la paz y a la 
democracia, no se tienen en cuenta los componentes de 
la administración de la justicia y de la lucha contra la 
impunidad en su conjunto. Para consolidar y mantener 
la paz de forma duradera, la República Democrática 
del Congo debe hacer progresar el proceso de 
restablecimiento del imperio de la ley, y ello exige una 
buena administración de justicia que realmente detenga 
la impunidad. Esta es una de las razones por las que, 
desde esta tribuna, deseo reiterar el compromiso de mi 
país con la Corte Penal Internacional. 

 A tal efecto, quisiera felicitar al Presidente de la 
Corte Philippe Kirsh, en nombre de mi delegación y en 
el mío propio, por su segundo informe anual a las 
Naciones Unidas (A/61/217), que es tan completo y 
edificante como el primero. La Corte puede estar 
segura de que mi delegación cooperará plenamente con 
ella en lo relativo a sus relaciones con mi país. 

 Hace muy poco tiempo, todavía nos 
congratulábamos porque el Fiscal había iniciado las 
primeras investigaciones y había emitido las primeras 
órdenes de detención internacionales. Ahora, la Corte 
va a iniciar su primer proceso, tras el arresto y la 

entrega a esta institución del Sr. Thomas Luganga. Ello 
demuestra que el sueño de la justicia penal 
internacional se ha convertido en realidad y que la 
Corte lucha decididamente contra la impunidad en 
relación con los crímenes más graves que desde hace 
tiempo tienen impresionada a la conciencia colectiva 
de la humanidad. 

 La guerra de mi país ha hecho que se tengan 
prejuicios enormes contra las personas a quienes salió 
muy cara. En ese contexto, como subrayó en su 
momento el Secretario General en su informe sobre el 
restablecimiento del estado de derecho y la justicia de 
transición en las sociedades que sufren o han sufrido 
conflictos (S/2004/616), ayudar a las víctimas también 
implica contar con programas de reparación bien 
concebidos, que por su parte ayuden a que la justicia 
no preste atención únicamente a los culpables, sino 
también a quienes hayan sufrido las consecuencias de 
sus actos. 

 Esta cuestión interesa enormemente a las 
víctimas, que esperan conseguir, por conducto de la 
Corte, la reparación necesaria, la restitución de sus 
bienes materiales, así como la consiguiente 
indemnización por las pérdidas sufridas. Sobre todo, lo 
esperan porque la Corte puede determinar el monto de 
la reparación, aun cuando las víctimas no lo hayan 
pedido expresamente, cuando ésta considera que no 
están en condiciones de hacerlo. 

 Además de todas las iniciativas que se han 
tomado ya, mi delegación considera que la Corte no 
podrá cumplir cabalmente con su papel hasta tanto 
pueda responder a las expectativas de las poblaciones 
de lugares alejados del planeta, que han sufrido y 
reclaman justifica. Si se considera desde este punto de 
vista, no cabe duda de que la población congoleña 
tiene grandes expectativas. No obstante, es importante 
destacar que esta población es consciente de los límites 
de la Corte, sobre todo debido al principio de 
complementariedad y también a la duración de las 
investigaciones, que oscila entre seis meses y un año, 
mientras que el proceso propiamente dicho puede durar 
un año. 

 El año pasado, desde este misma tribuna, mi 
delegación señaló a la atención de la Corte Penal 
Internacional la necesidad de informar objetivamente a 
la población de los países en cuestión y de informarlos 
acerca de las reglas fundamentales de su Estatuto y de 
las Reglas de procedimiento y prueba mediante 
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campañas de divulgación, seminarios y otros foros 
científicos. De este modo, la población podrá limitar sus 
pretensiones mediante el conocimiento de sus derechos. 

 A mi delegación le complace saber que la Corte 
ya ha organizado cursos prácticos y seminarios en la 
República Democrática del Congo destinados a grupos 
especializados, como las autoridades judiciales, los 
abogados, las organizaciones no gubernamentales y los 
periodistas. Se felicita asimismo por las actividades de 
divulgación que ha realizado la Corte sobre el terreno 
en relación con la participación de las víctimas en sus 
procedimientos y con la reparación que les 
corresponde. Mi delegación alienta decididamente a 
proseguir esas actividades y pide que se acorten las 
distancias entre la justicia penal y las personas bajo su 
jurisdicción, sobre todo mediante la organización de 
audiencias in situ en las regiones del mundo que 
vivieron las atrocidades de que se ocupa la Corte. 

 Puesto que sigue vigente el principio de que la 
Corte Penal Internacional no puede sustituir a la justicia 
nacional, la regla seguirá siendo recurrir a los tribunales 
nacionales, en virtud del principio de 
complementariedad. Por ello, se procederá a depositar 
ante el Secretario General de las Naciones Unidas los 
instrumentos de ratificación del Acuerdo sobre los 
Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal 
Internacional, que acaba de autorizar el Parlamento del 
Congo. El proyecto de ley relativo a la aplicación del 
 

Estatuto de Roma ya ha sido examinado en el 
Parlamento, y su adopción ocupa el lugar que le 
corresponde en el programa de esta institución nacional. 

 Quisiera aprovechar esta ocasión para recordar 
que mi delegación siente un gran interés por los 
debates del Grupo de Trabajo Especial sobre el crimen 
de agresión, cuyas conclusiones serán útiles para 
ayudar a completar las disposiciones del Estatuto de la 
Corte Penal Internacional. Según el Estatuto, la Corte 
ejercerá sus competencias en esta esfera cuando se 
haya adoptado una disposición en virtud de los 
artículos 121 y 123. Dicha disposición definirá este 
crimen y determinará las condiciones a que estará 
sujeta la Corte en el ejercicio de esta competencia.  

 Por último, reitero la voluntad de mi delegación 
de velar por el respeto y la integridad del Estatuto de la 
Corte y, al mismo tiempo, quisiera invitar a las 
delegaciones que todavía no lo hayan hecho a que se 
sumen al mecanismo de la Corte Penal Internacional, 
que garantiza la universalidad de la lucha contra la 
impunidad. 

 El Presidente interino (habla en inglés): Hemos 
escuchado al último orador del debate de este tema del 
programa. La Asamblea General ha concluido así la 
presente etapa del examen del tema 74 del programa. 

Se levanta la sesión a las 17.30 horas. 

 


